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EDITORIAL

La humillante retirada de las tropas de ocu-
pación de Afganistán es un reflejo claro 

de las consecuencias de la política imperia-
lista. Una política que ha contado con el apo-
yo y la participación de todos los gobiernos 
de la Monarquía, detrás de la administración 
americana. El resultado de 20 años de ocupa-
ción no puede ser más claro: un país destroza-
do, empobrecido, sin ningún derecho (las tro-
pas de ocupación mantuvieron al país en una 
oscura opresión), sometido a las fuerzas reac-
cionarias. Este es el verdadero balance de las 
supuestas guerras humanitarias

Pero, como demuestra la historia, los he-
chos, hay una correspondencia entre la política 
internacional de un gobierno y su política in-
terior. Quien durante 20 años ha pisoteado los 
derechos de toda una nación –en este caso la 
nación afgana– difícilmente puede llevar a ca-
bo una política democrática en su propio país. 
Más allá de las proclamaciones “sociales”, a la 
población le parece a menudo que hay una con-
tinuidad entre este gobierno y los sucesivos de 
Aznar, Zapatero y Rajoy.

En efecto, 20 meses de gobierno progresis-

ta arrojan un balance preocupante. Ninguna de 
las principales reivindicaciones y derechos ha 
sido atendida, es más, la nueva reforma de pen-
siones y lo que se anuncia para la reforma la-
boral, van en sentido contrario a lo prometido. 
Y ante el diálogo con Cataluña, lo que el 
Gobierno anuncia lo hace mirando al PP y no 
a las exigencias de los pueblos. No argumentar 
que con la derecha sería peor, porque con esta 
política se abre precisamente el camino a la 
derecha. La política del gobierno central pro-
pició el resultado electoral de Madrid.

La resistencia de la clase se manifiesta em-
presa por empresa o en sectores como el aero-
náutico, donde la política de los dirigentes le 
cuesta imponerse a la acción de trabajadores y 
militantes a menudo jóvenes. O en el caso de 
los pensionistas. Esto ha causado la derogación 
del artículo 315.3 del Código Penal, el indulto 
–parcial– a los republicanos catalanes, que el 

Estado asuma por primera vez en 80 años la 
exhumación de las víctimas del franquismo, o 
el aumento limitado del SMI, pero la mayoría 
de reivindicaciones siguen en el alero. Cada 
día los trabajadores chocan con que sus exi-
gencias se aplazan una y otra vez, quedan di-
luidas o amenazadas con medidas contrarias. 
Es más, el Gobierno aparece cada vez más 
como un juguete del capital financiero. Basta 
ver lo que sucede con el precio de la luz, dic-
tado por las multinacionales ante la conniven-
cia de la vicepresidenta tercera del Gobierno. 
Este es uno de los precios del saqueo de los 
sectores públicos, ejecutado como dicen los 
bancos y su agencia europea.

Se anuncia un nuevo curso, con clases a 
mitad online y sin enseñantes suficientes, con 
un sistema sanitario colapsado que deja cada 
vez más sectores sin asistencia, y en aras a su 
privatización, con las reformas laborales aún 

vigentes, lo que facilita la oleada de despidos 
que se anuncia, y que ya ha comenzado.

La ejecución, que ha empezado, de los fon-
dos europeos, promete una nueva oleada de 
desindustrialización y de desmantelamiento de 
las administraciones públicas.

Lo que decimos no exagera la experiencia 
de la mayoría, al revés. Hay que hablar  claro 
para ayudar a la resistencia a esta política, que 
tiende a amplificarse.

Este es el caso de la anunciada marcha a 
Madrid de las plataformas de jubilados, exi-
giendo una auditoría de las cuentas de la 
Seguridad Social, que ponga de manifiesto las 
inmensas cantidades que el Estado debe devol-
ver a la caja de las pensiones, y contra la apro-
bación en Cortes del llamado primer tramo de 
la reforma de pensiones (aprobado por el 
Gobierno el 24 de agosto), contrario a las rei-
vindicaciones. 

Desde este periódico obrero instamos a par-
ticipar o sostener en la movilización  pensio-
nista del 16 de octubre, desde todos los secto-
res de la clase obrera, la juventud y la pobla-
ción en general.

Política internacional, política interna...

"Ayudar a la 
resistencia"

Coordinadora Estatal
18 septiembre 2021

Ver pag. 6

¿Por qué faltan 
médicos?

Exigencias en sanidad
Ver pag. 4

Afganistán:
Nueva crisis imperialista

Ver paginas 11 y 12

En la web hallaréis
artículos completos

  
  
  



2 Nº 361 / SEPTIEMBRE DE 2021

ACTUALIDAD POLÍTICA

El pasado julio, el Tribunal de Cuentas 
resolvió reclamar a la UGT la cantidad de 
9.745.882 euros a consecuencia del expe-
diente de responsabilidad contable que 
deriva del caso de los ERE de Andalucía. 
Parte de esa cantidad –concretamente 
2.862.584 euros– se reclama de forma 
conjunta y solidaria a  la UGT y a la 
Federación Minerometalúrgica de CC 
OO. 

La UGT ha recurrido el expediente 
ante la Sala de Justicia del propio Tribunal 
de Cuentas, alegando indefensión porque 
no se concretan cuáles son las irregulari-
dades en las que se fundamentan las im-
putaciones. La FICA, que es la federación 
que compareció en el acto, dado que la 
Federación del Metal, Construcción y 
Afines ya no existe desde 2016, después 
de las fusiones de federaciones, alega con 
toda la razón que “ni esta Federación, ni 
ninguna otra, ha recibido cantidad alguna 
de las que se reclama afianzamiento, sino 
que las han recibido los trabajadores afec-
tados por los expedientes laborales corres-
pondientes”. Para evitar que esta decisión 
pudiera paralizar la actividad sindical 

(bloqueo de cuentas, etc.), el sindicato no 
ha tenido más remedio que ofrecer 49 
locales como fianza. 

Que se trata de un ataque a la libertad 
sindical, como sugiere el recurso presen-
tado por el sindicato, es algo que resulta 
evidente. Pero ¿es simplemente eso? 

Vayamos por pasos. Qué es el tribunal 
de Cuentas, cuál su cometido y quién lo 
compone. Sobre el papel, es un órgano 
fiscalizador de las cuentas del Estado y de 
los organismos públicos. La presidencia 
del mismo la nombra el Rey entre los 
miembros que componen el Pleno y a 
propuesta de los mismos. Está formado 
por 12 consejeros que fueron nombrados 
en 2012 a propuesta del PP (7) y del 
PSOE (5, que en la actualidad son 4 des-
pués de la dimisión de uno de ellos, que 
no ha sido substituido). La mayoría pues, 
corresponde a consejeros nombrados por 
el PP entre los que figuran una exministra 
del gobierno Aznar (Margarita Mariscal 
de Gante) y un hermano del propio expre-
sidente. Otro de los componentes del tri-
bunal de Cuentas, Javier Medina, también 
designado a propuesta del PP, estuvo in-

merso en una polémica bastante fea: su 
hermano, hermana, esposa y un familiar 
de ésta han formado parte del organismo. 
De hecho, el Tribunal Supremo anuló el 
nombramiento del hermano. Otro de los 
consejeros, José Manuel Suárez, es recor-
dado por su voto favorable –junto con el 
de Mariscal de Gante– que sirvió para 
revocar la sentencia del propio Tribunal 
de Cuentas que había condenado a la exal-
caldesa de Madrid Ana Botella y a siete 
concejales del PP a pagar 22,7 millones 
de euros por vender promociones de vi-
vienda pública a un fondo inversor. De 
igual manera, los votos de Mariscal de 
Gante y de Suárez sirvieron para absolver 
a Javier Maroto y Alfonso Alonso, dos 
políticos del PP, que fueron condenados 
a pagar casi 400.000 euros por contratar 
unas oficinas en Vitoria a un precio muy 
superior al del mercado. Completan la 
terna mayoritaria, Ramón Álvarez de 
Miranda, Ángel Algarra, y quien ejerce de 
fiscal jefe, Miguel Ángel Torres. La pre-
sidenta actual es María José de la Fuente 
y de la Calle, emparentada con quien fue-
ra ministro con Franco, Licinio de la 

Fuente.
R e c i e n t e m e n t e ,  e l 

Tribunal de Cuentas ha sido 
cuestionado por el propio go-
bierno, acusándolo velada-
mente –lo hizo el ahora exmi-
nistro Ábalos– de “poner 
piedras en el camino” en el 
diálogo con el gobierno de la 
Generalitat, después que 
aquél resolviera imponer una 
sanción de 5,4 millones de 
euros a 40 exdirigentes y altos 
cargos del gobierno catalán. 

En la línea de otras insti-
tuciones del Estado, el 
Tribunal de Cuentas, al que 
muchos consideran un orga-
nismo opaco, y al que diver-
sos portavoces parlamentarios 
han acusado de “ser una ins-
titución arbitraria, represiva y 
política”, no parece limitar su 
radio de acción a una función 
fiscalizadora. No lo hizo 
cuando absolvió –de manera 
escandalosa– a Ana Botella, y 

no lo hace ahora al exigir al sin-
dicato una responsabilidad patrimonial 
derivada de unas cantidades percibidas 
por terceros. 

Hay un dicho que refleja perfecta-
mente las situaciones en las que se obra 
siempre con una segunda intención que 
busca de manera calculada el beneficio 
propio. “No dar puntada sin hilo”,  se sue-
le decir. Nada es gratuito ni casual. Ábalos 
se refería a “las piedras en el camino” 
utilizando el símil para referirse a la 
“oportuna” intervención del Tribunal de 
Cuentas, ante la decisión del gobierno de 
Pedro Sánchez de indultar a los presos 
catalanes. 

En una situación de crisis como la que 
vivimos, que anuncia explosiones socia-
les ante la difícil situación que sacude a 
la población trabajadora, el Estado busca 
impedir como sea cualquier posibilidad 
de resistencia organizada. Pepe Álvarez 
ha anunciado “que nuestra paciencia se 
ha agotado” y que si en septiembre no se 
aumenta el SMI, la UGT se retirará de 
todas las mesas de diálogo. “No podemos 
poner una sonrisa mientras no se mejora 

la vida de los trabajadores”, ha declarado. 
Al margen de que ha habido –y hay– ra-
zones para haberlo hecho antes, es una 
posición que los trabajadores pueden ha-
cer suya. Ahora hay que ser consecuente. 
Cuando el Gobierno, por muy “progresis-
ta” que se proclame, se sitúa enfrente no 
queda más que dos alternativas: o con el 
Gobierno o con las reivindicaciones. 

La decisión del Tribunal de Cuentas 
no es un simple ataque a la libertad sindi-
cal. Hay que sacar las lecciones de todo 
ello. Aprovechando la debilidad derivada 
de un modelo sindical que “impone” 
constitucionalmente unas obligaciones 
que no pueden cumplirse sin el apoyo del 
Estado (subvenciones), el mismo Estado 
tiene siempre la posibilidad de presionar 
cuando y como quiera. Sin lugar a dudas, 
es un ataque directo a la UGT que se ha 
visto obligada a hipotecar su patrimonio 
para no hipotecar la actividad sindical. Lo 
que de pasada nos retrotrae a un viejo 
debate que periódicamente cobra actuali-
dad. Debate sobre la necesaria indepen-
dencia financiera para que nadie más que 
el conjunto de la afiliación condicione la 
capacidad del sindicato para defender a 
los trabajadores. 

Es un hecho sobre el que no se puede 
cerrar los ojos: por más que se reconozca 
la personalidad “jurídica de los sindica-
tos”, y se loe incluso constitucionalmente 
su función social, el Estado y los poderes 
económicos que anidan en él –muchos de 
los cuales, surgidos y desarrollados du-
rante el franquismo e identificados plena-
mente con la dictadura– no renuncian a 
presionar cuando lo creen necesario. Se 
pudo comprobar durante el período 2010-
2014, con la campaña infame contra los 
sindicatos –en particular contra la UGT– 
que buscaba deslegitimarlos socialmente, 
intimidarlos, en un momento en el que 
cada viernes el Consejo de Ministros 
aprobaba un recorte tras otro. 

Romper con el modelo que ata a las 
organizaciones de la clase obrera es la 
mejor manera de defender el sindicato 
ante cualquier ataque que cuestione la 
independencia y la autonomía sindical, 
base sobre la que se asienta la verdadera 
libertad sindical. 

Jose Antonio Pozo

La decisión del Tribunal de Cuentas:
algo más que un ataque a la libertad sindical

Aprovechando el verano, jueces diligentes 
han aligerado la carga de procesamientos que 
pesa sobre el Partido Popular. Una noticia del 
29 de julio (momento de trasiego de gente 
que se va y gente que viene, justo antes de 
cerrar los juzgados en agosto) decía que “el 
juez de la Audiencia Nacional Manuel García 
Castellón ha dado por concluida la investiga-
ción sobre el espionaje al extesorero del 
Partido Popular Luis Bárcenas que se habría 
llevado a cabo supuestamente desde la cúpu-
la policial entre 2013 y 2015 con la supervi-
sión del Ministerio del Interior durante el 
Gobierno de Mariano Rajoy”. 

Era un nuevo episodio de la operación de 
achicar agua del barco del PP. El caso Kitchen 
tiene una particular gravedad, pues el aparato 
policial trabaja durante años para quitarle, 
con éxito, a Bárcenas pruebas que compro-

metían la ocultación de pruebas por  parte del 
PP. Es corrupción sobre corrupción. 

El primer paso que dio el juez fue no lla-
mar a declarar a Rajoy ni a Aznar. Fue una 
arbitrariedad. Pero si la secretaria general 
Cospedal era procesada, Rajoy y tal vez 
Aznar hubieran tenido que ser llamados a 
declarar. Ahora, al evitar arbitrariamente el 
procesamiento de Cospedal, la cúpula del PP 
queda parcialmente resguardada. Todo parece 
“una cosa de los de Interior”. 

Es llamativa la decisión del juez, pues 
Cospedal y su marido hablaron cientos de 
veces con Villarejo coincidiendo con el es-
pionaje ilegal a Bárcenas. Y algún testigo 
señaló que las órdenes de ese espionaje no 
venían del Gobierno, sino del partido. 
Cospedal era el partido, y el juez la libra ¡por-
que no tenía cargo público! Mucho descaro. 

Los jueces andan liberando al PP

“Desde su destierro 
en los Emiratos, cada 
vez que el emérito 
hace el gesto de vol-
ver, parece que al-
guien le pone palos 
en las ruedas”. “Los 
intentos de empren-
der el viaje de vuelta 

se convierten en un 
dolor de muelas para 
la Moncloa”. (Del li-
bro La armadura del 
rey)
Hace tres años, en agosto,  la fiscalía 

suiza abrió investigación de los fondos 
procedentes de comisiones de Arabia por 
el AVE a la Meca, a nombre de Juan 
Carlos Borbón.

Este año el fiscal suizo Bertossa ha 
descubierto otra cuenta corriente de la 
fundación Lucum, beneficiario primero 
Juan Carlos (antes,  el  segundo era 

Aquí no cabe renovación

El emérito con el socio que le acoge El equipo de Rajoy contra Bárcenas

UGT-CCOO por las reivindicaciones
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REFORMA LABORAL

Riders: la lucha sigue a pesar de la ley
La entrada en vigor de la Ley Rider no ha solucionado los problemas de este sector de entrega a domicilio.

Para situarnos, el conflicto viene 
p o r q u e  d i v e r s a s  e m p r e s a s 

(Deliveroo, Glovo, Just Eat, Uber, 

etc.) se aprovechan de las leyes es-
pañolas para utilizar falsamente la 
figura del trabajador autónomo. 

Contratan a trabajadores obligándo-
los a hacerse autónomos y, por un 
sueldo miserable, trabajan repartien-

do comida en bicicleta. Estos explo-
tadores se aprovechan de estudiantes 
o de gente que no encuentra otros 
trabajos. 

Es la uberizacion de la economía. 
Prácticamente se ha extendido este 
tipo de contrato por todos los secto-
res. Amazon es otro ejemplo. 

Con la llegada de la ley Rider se 
nos explicó que se acabaría con este 
tipo de explotación, pero el que hace 
la ley hace la trampa y algunas em-
presas han cambiado el modelo de 
contratación de autónomos por uno 
de subcontratación.

Hay que recordar que todo el au-
tobombo que se dio el Ministerio con 
la aprobación de esta ley era injusti-
ficado. Realmente las 40 sentencias, 
incluida la del Tribunal Supremo, 
declaraban ilegales el tipo de contra-
tos como autónomos de los riders. El 
Ministerio no ha hecho más que ce-
der ante estas empresas. Para algu-
nas, como la británica Deliveroo, 
esto no parece suficiente y ha anun-
ciado el cese de su actividad en 
España. ¿No sería el momento de que 

el gobierno la interviniese para ga-
rantizar los puestos de trabajo en 
condiciones dignas?

La reforma laboral facilita 		
esta explotación
Mientras no se derogue la reforma la-
boral no se podrá controlar este tipo de 
contratos. Después de dos años y me-
dio de gobiernos progresistas es una 
vergüenza que siga vigente la reforma 
laboral. La reivindicación de los riders 
sigue siendo la laboralización de los 
trabajadores. 

 Hasta ahora solo una empresa, 
Just Eat, negocia un convenio con 
CCOO y  UGT.  E l  r e s to  busca 
fórmulas para seguir contratando au-
tónomos de otra forma. Glovo anun-
cia un contrato de autónomos inédito 
en España y Uber ha decidido sub-
contratar directamente el reparto. La 
lucha sigue en las calles y en los juz-
gados.

Jesús Béjar 

La banca 
gana: con la 
luz también

“La banca gana”, un dicho 	

que se puede aplicar 		

a la esperpéntica situación 	

que sufrimos con el precio 	

del kilovatio/hora.
Las entidades bancarias españolas e in-
ternacionales, junto a fondos de inver-
sión, constructoras, etc., copan los con-
sejos de administración de las energéti-
cas. No se conforman con estar echando 
a la clientela que no es inversora de las 
oficinas bancarias, ni con achicharrarles 
con comisiones desmesuradas; ahora es-
tán ingresando a manos llenas por sus 
inversiones en las compañías eléctricas.

Kutxabank posee el 3,6% de las ac-
ciones de Iberdrola, siendo así uno de los 
cinco mayores accionistas de la compa-
ñía. Si tenemos en cuenta que la familia 
Botín suma algo más del 0,7% de Banco 
Santander, la entidad financiera vasca 

t i e n e  m u c h o  p o d e r  e n  e l  C o n s e j o  d e 
Administración de Iberdrola.

Otros accionistas de Iberdrola son: ACS con 
un 12,6% de acciones, el Estado de Catar con 
un 10% y el Banco de Noruega con un 3%. 
Estas entidades se han embolsado una sustan-
ciosa cantidad de dinero a costa de saquear el 
bolsillo de los más vulnerables del Estado es-
pañol, cuando han recibido el dividendo repar-
tido por Iberdrola en el mes de julio del presen-
te año: 1.616.985.590 euros, lo que significa 
que la  constructora presidida por el  Sr. 
Florentino Pérez ha recibido 204 millones de 
euros.

En esta línea, Criteria (la propietaria de 
Caixabank) es dueña del 25% de las acciones 
de Naturgy y del 11,7% de Repsol. Banco de 
Santander posee más de 2 millones de acciones 
de Enel (propietaria del 90% de Endesa), 
SACYR tiene el 8,9% de Repsol y así podemos 
encontrar a las grandes empresas nacionales e 
internacionales, como dueñas de las empresas 
de la energía que nos están esquilmado.

Sin ninguna vergüenza, han aprobado el re-
parto de dividendos millonarios mientras el 
Gobierno bajaba los impuestos para paliar este 
pillaje del capitalismo. Como el caso de 
Iberdrola está el de Endesa, que ha repartido en 
dividendos casi 1.400 millones de euros. O el 
de Naturgy 610 millones de euros entre sus ac-

cionistas.
Otros beneficiados del “casino” que es la 

economía de mercado son los presidentes de las 
compañías eléctricas, quienes a la par que cre-
ce la pobreza de todo tipo en España, también 
la energética, ellos se reparten el dinero a ma-
nos llenas. Es el caso del presidente de Iberdrola, 
el Sr. Sánchez Galán, que percibió 12,2 millo-
nes de euros, el de Naturgy, el Sr. Francisco 
Reynés que recibió 4,5 millones de euros, o el 
consejero delegado de Endesa, el Sr. José Bogas 
quien ganó 2,8 millones de euros. Salarios y 
beneficios avariciosos, en un país en el que se 
discuten los céntimos de subida del SMI, las 
pensiones y los salarios.

Poco ha hecho el Gobierno ante esta situa-
ción. Se ha esbozado la idea de crear una em-
presa pública de energía. Eso estaría bien, siem-
pre y cuando no se dedique a competir con las 
demás empresas privadas y privatizadas como 
lo ha estado haciendo Bankia en el mercado 
financiero, hasta que este mismo Gobierno, pro-
pietario del 61% de las acciones, autorizó que 
se la quedase Caixabank. La solución no son 
parches ni inventos, lo que hay que hacer es 
nacionalizar los sectores estratégicos.

Roberto Tornamira Sánchez
Miembro del Comité de Redacción de 

Tribuna Socialista

Interinos: la movilización puede dar una salida positiva
El 5 de julio, el entonces ministro 

de Función Pública, Miquel Iceta, 
y los sindicatos escenificaron la firma 
de un acuerdo para reducir la tempo-
ralidad en las administraciones públi-
cas. El 6 de julio se aprueba en Consejo 
de Ministros el Real Decreto 14/2021. 
Lo que algunos dirigentes sindicales 
quisieron vender como un acuerdo his-
tórico es en realidad un acuerdo nefas-
to, que condena a la exclusión social a 
miles de trabajadores y trabajadoras 
que han sostenido los servicios públi-
cos durante decenios, dispara el gasto 
público de todas las administraciones 
y no genera ni un solo puesto de tra-
bajo ni refuerza ningún servicio.

Fruto de la movilización de las tra-
bajadoras y trabajadores afectados, el 
decreto heredado se ha convertido en 
una auténtica pesadilla para la nueva 
ministra de Hacienda y Función 
Pública. Montero se ha visto obligada 
a hacer juegos malabares para salvar 
esta agresión sin precedentes a cientos 
de miles de empleadas y empleados 
públicos, negociando a última hora 
con los grupos parlamentarios para 
salvar la votación en el Congreso del 
día 21 de julio, llegando a un acuerdo 
in extremis por el que el decreto ley 

será tramitado como proyecto de ley 
para que pueda ser enmendado y mo-
dificado. En su intervención en el 
Congreso la ministra se comprometió 
a introducir cambios, en concreto que 
las pruebas de concurso oposición 
puedan ser no eliminatorias e introdu-
cir la posibilidad de que quienes llevan 
10 o más años en un mismo puesto de 
la administración sin que haya habido 
convocatorias puedan acceder a la pla-
za mediante concurso de méritos tal y 
como contempla el artículo 61,6 del 
TREBEP según determinen las CCAA 
y entidades locales. A pesar de esta 
jugada de última hora el decreto fue 
aprobado con tan solo un voto de di-
ferencia y en segunda votación, al sal-
tarse la disciplina de voto una diputada 
de Unidas Podemos en la primera.

Respecto a las modificaciones pro-
puestas, son limitadas, ambiguas y no 
obligan realmente a nada, dejan en 
manos de cada entidad pública la de-
cisión de cómo se llevan a cabo los mal 
llamados procesos de estabilización y 
generan inseguridad jurídica. Por otro 
lado, la ministra hace mención al artí-
culo 61.6 del EBEP, que hace referen-
cia al acceso a la función pública de 
los funcionarios, pero nada dice del 

personal laboral (regulado en el artí-
culo 61.7). 

Aun siendo avances muy modes-
tos, estas modificaciones han dejado 
en evidencia a los dirigentes sindicales 
que han dado la espalda a los trabaja-
dores interinos temporales, y que aún, 
a día de hoy, siguen empeñados en 
poner en el disparadero a 800.000 tra-
bajadores y trabajadoras, descalifican-
do por supuestamente ilegal cualquier 
solución que no suponga continuar 
con los procesos de estabilización. 
Resulta poco comprensible para gran 
parte de las bases entender este empe-
cinamiento que está provocando un 
desgaste profundo en las organizacio-
nes con perdida de afiliación y credi-
bilidad. Dar la espalda a las reivindi-
caciones de cientos de miles de traba-
jadores que ven peligrar su medio de 
vida después de decenios trabajando y 
sosteniendo los servicios en nombre 
de la legalidad es un papelón, y cada 
vez más voces dentro de los sindicatos 
no comparten la posición adoptada por 
las direcciones. Pero es que además, 
con el acuerdo firmado se está acep-
tando continuar en la práctica con la 
política de recortes y privatizaciones, 
asumiendo que ni siquiera se van a 

r e c u p e r a r  l o s 
empleos públi-
cos perdidos en 
los últimos años. 

En cualquier 
caso, todo sigue 
abierto. A día de 
hoy, el nefasto 
documento pre-
sentado por Iceta 
está en vigor, y 
no se sabe muy 
bien la forma que 
tomará definiti-
vamente el nue-
vo proyecto de 
ley. Solo la mo-
vilización puede 
abrir una salida positiva para los tra-
bajadores y en defensa de los servicios 
públicos. 

Desde el comité de temporales e 
interinos contra la precariedad y en 
defensa de los servicios públicos re-
chazamos contundentemente el decre-
to aprobado. Entendemos que es ne-
cesaria una solución extraordinaria 
para los empleados públicos tempora-
les e interinos en fraude de ley en la 
línea de lo planteado por la expresi-
denta del Tribunal Constitucional 

María Emilia Casas. Igualmente en-
tendemos que es necesaria una gran 
oferta de empleo público para recupe-
rar las plazas amortizadas y destruidas 
en la última década y un plan de in-
versión para reforzar los servicios pú-
blicos, la sanidad, la educación y los 
servicios sociales. Durante el mes de 
septiembre pretendemos organizar de-
legaciones a los grupos parlamenta-
rios.   

Luis Arias, sindicalista de UGT
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SANIDAD

¿Por qué faltan médicos?
Los gobiernos autonómicos de todo 

signo dan la misma justificación de 
por qué falta personal en los centros de 
salud y hospitales: “no hay médicos” 
disponibles, y, por tanto, hay que resig-
narse a que no se cubran las bajas de 
estos profesionales, a que no se susti-
tuya a los que se jubilan, a que sea ha-
bitual que un médico tenga que atender 
a su consulta y a la de otros compañe-
ros que faltan.

La falta de médicos (a la que se 
está añadiendo, también, la de enfer-
meros) no es el resultado de una catás-
trofe natural imprevisible, sino de una 
política continuada de deterioro de las 
condiciones laborales. Y ahora, tam-
bién, de la despreocupación de las au-
toridades sanitarias, que consideran 
inevitable la falta de profesionales y se 
despreocupan de buscarlos.  

Durante los recortes de 2010-
2018, los salarios de los médicos ba-
jaran notablemente. La primera medi-
da de rebaja de salarios de los emplea-
dos públicos, que aplicó Zapatero en 
2010, fue un recorte en las pagas ex-

tras que se aplicaba de manera des-
igual, sufriendo más los que más co-
braban. Ese recorte sigue vigente 10 
años después, y supone un 5% del 
salario de los facultativos. Y a ese pri-
mer recorte se sumaron otros, aumen-
tos de jornada, deterioro de condicio-
nes laborales. Incluso, se dejó de re-
novar contratos a muchos médicos que 
tuvieron que buscar trabajo en el ex-
tranjero o en la sanidad  privada. Y 
muchos no han vuelto.

Tampoco se hace ningún esfuerzo 
por buscar médicos, por poner en pie 
planes de retorno de los que se fueron 
o por captar otros nuevos. Durante el 
estado de alarma se han tomado me-
didas desesperadas, como la posibili-
dad de contratar a estudiantes de me-
dicina o a médicos sin especialidad o 
título homologado. Pero se sigue sin 
homologar miles de títulos de profe-
siones sanitarias. Por ejemplo, en 
España hay hoy más de 500 enferme-
ras venezolanas en espera de que se 
homologuen sus títulos. El proceso de 
homologación, que debería ser casi 

automático, tarda una media de cinco 
años, y no se ha agilizado ni en plena 
pandemia.

Otra de las causas de la falta de 
médicos es la precariedad de los con-
tratos que se les ofrecen. Contratos 
que sólo garantizan unos meses de 
trabajo, y en malas condiciones. Por 
ejemplo, poco antes del verano se ci-
tó a todos los médicos de familia que 
acababan su formación especializada 
para ofrecerles contratos. De 24 mé-
dicos de familia que acudieron, sólo 
2 aceptaron el contrato que se les 
ofrecía.  ¿Por qué sucedió esto? 
Simplemente porque, en lugar de 
ofrecerles un contrato en un centro de 
salud, con su población asignada, y 
para un largo periodo, se les ofrecie-
ron sólo contratos de unos meses, 
hasta octubre, y de “dispositivo de 
apoyo”, sólo para hacer guardias y 
cubrir los descansos de guardia de 
otros médicos, es decir, pasar consul-
ta cada día con un cupo de pacientes 
distinto a los que no se conoce.

En lugar de poner soluciones, ela-

borar planes de captación y rescate de 
médicos, y mejorar las condiciones 
laborales de los profesionales, los go-
biernos prefieren escudarse tras la 

falta de profesionales para dejar que 
se siga deteriorando la sanidad públi-
ca.  

Luis González

Sevilla 
Movilización de los alcaldes y la población
contra los recortes en los centros de salud 

Cerca de 200 personas se movili-
zaron a finales de julio ante la se-
de de la Consejería de Salud, en 
Sevilla. Llegaron en autobuses 
desde una decena de pueblos de 
las Zonas Básicas de Salud de 
Guillena y Santa Olalla, con sus 
alcaldes a la cabeza, para protestar 
contra los últimos recortes en sus 
centros de salud.

En efecto, la dirección del 
Distrito Sanitario Sevilla-Norte 
había decidido, ante la falta de 
médicos para sustituir durante las 
vacaciones, y por varias bajas la-
borales, que varios pueblos de la 
zona básica, que tienen sólo un 
médico por las mañanas, tuvieran 
médico sólo durante media maña-
na. Es decir, un médico cubría un 
pueblo de 8 a 11 de la mañana y 
luego, de 12 a 15, se iba a pasar 
consulta a otro pueblo. Para el res-
to de la mañana, quien necesitara 
asistencia médica debía desplazar-
se al centro de salud de la cabece-
ra de la zona básica, en Guillena 
o en Santa Olalla, un desplaza-
miento de hasta media hora en 
coche.

La población y los alcaldes, 
que ya hace un año reclamaron 
más medios y personal, y la recu-
peración de la asistencia médica 
presencial en los centros de salud 
de sus localidades, se niegan a 

aceptar esos nuevos recortes. 
Reclaman una presencia médica 
durante toda la mañana y reiteran 
la petición, que hicieron hace ya 
un año, de una mejora de la asis-
tencia de urgencia, con más pun-
tos de urgencia en la zona. 

Lo que sucede en estas locali-
dades del norte de la provincia de 
Sevilla no es una excepción. El 
mismo día que se celebraba esta 
concentración ante la Consejería 
de Salud, CCOO denunciaba la 
situación del centro de salud de 
Lebrija, al sur de Sevilla, donde, 
para una plantilla de 14 médicos, 
había sólo 7, y de los 14 enferme-
ros, sólo 7 también (y dos de ellos 
dedicados al 100% de su tiempo a 
la vacunación contra la COVID).

Es necesario unir la moviliza-
c i ó n  c o n t r a  l o s  r e c o r t e s  e n 
Atención Primaria de diversos 
barrios y localidades en una ac-
ción unida. Todas las organiza-
ciones de la población trabajado-
ra deben ponerse a la obra para 
que sea posible.

Villaverde del Río, 
más de un año de lucha por su servicio de urgencias 

Al comienzo de la pandemia, la Consejería de Salud cerró 
el servicio de urgencias de la localidad sevillana de 

Villaverde del Río, alegando “la necesidad de establecer dobles 
circuitos para pacientes con patologías compatibles con el 
Covid-19 de otros sin síntomas respiratorios”, aunque anuncia 
que en mayo se ofertará atención por la tarde.

Pastora Aldana, portavoz de la “Plataforma Urgencias 24 
horas ¡YA!” rechaza el argumento de los dobles circuitos pues 
considera que en las instalaciones del centro de salud hay po-
sibilidad de hacer unas pequeñas obras y poder tener dos cir-
cuitos. “Es un centro de salud amplio con muchísima ventila-
ción, un patio grandísimo y la posibilidad de abrir nuevos 
accesos”, afirma. En realidad, la intención del SAS era, desde 
hace años, cerrar ese servicio de urgencias, que sólo abrió, en 
su día, ante las presiones del ayuntamiento del pueblo. Como 
señala Pastora Aldana, “es insostenible. A los pueblos nos han 
quitado las urgencias y es que no nos las piensan devolver”.

La plataforma, que agrupa a más de treinta asociaciones 
de Villaverde del Río, viene organizando cada lunes, desde 

junio, una concentración ante el centro para reclamar la aper-
tura de las urgencias. Además han recogido más de 3.000 fir-
mas y han protestado ante el Parlamento y ante el Palacio de 
San Telmo, sede de la presidencia de la Junta de Andalucía. 

La plataforma exige, también, la apertura del centro de 
salud por las tardes, que vuelva la ambulancia de urgencias 24 
horas que tenían en el pueblo, y que, afirma, consiguieron 
hace dos años tras varias movilizaciones.

Con su movilización, consiguieron también traer la vacu-
nación hasta Villaverde del Río. Las primeras vacunaciones se 
realizaban en otros pueblos, pero los vecinos realizaron un 
escrito instando a la administración a traer la vacunación al 
pueblo, que enviaron a la Delegación Provincial de Salud has-
ta “saturar” el correo. Finalmente, la Junta realiza las vacuna-
ciones los lunes y jueves en Villaverde.

La plataforma cuenta con el apoyo del ayuntamiento 
(PSOE) y del grupo La Voz de Villaverde (Adelante). Además, 
aseguran que “no van a parar”, mantienen sus movilizaciones 
y preparan otras nuevas.  

El centro de salud de Lebrija en la UCI
Nota emitida por CCOO (extractos) 

A finales de julio, CCOO denunciaba “la situación de 
abandono del Centro, es inadmisible, tanto desde el 
punto de vista de las condiciones laborales de los pro-

fesionales, co-
mo de la aten-
ción sanitaria 
prestada a los 
ciudadanos”.

Según  los 
datos que ex-
plicaba CCOO 
en su nota, “en 
cuanto a la si-
tuación de la 
plantilla, está 

sumida en la precariedad más absoluta”:
u En la categoría de Médicos la plantilla debería 

constar de 15 médicos y sólo hay 6 trabajando entre 
los descubiertos por baja laboral, vacaciones y vacan-
tes no cubiertas, lo que supone un 60% menos. Ha 
habido días que el Centro se ha quedado con 3 o 4 
médicos.

u En cuanto a la categoría de Enfermera/o, de 15 
enfermeros sólo están trabajando 7, por los mismos 
motivos, lo que supone casi un 54% menos.

u Otras categorías a destacar: Pediatras, que de 4, 
sólo hay 2, uno de ellos vacante desde hace más de 1 
año, supone un 50% menos.

u Personal Administrativo: De 2 administrativos, 
sólo hay 1 trabajando, 50% menos, auxiliares adminis-
trativos de 4, sólo hay 2, igualmente supone un 50% 
de menos.

u Celadores conductores: de 3 sólo trabaja 1, 66% 
de menos.

u Celadores: hay una y también está de baja, 100% 
de menos.

u Auxiliares de enfermería: de 5 hay 4 trabajando, 
porque una está de vacaciones sin cubrir.

Con esta situación, la atención que se presta lógi-
camente brilla por su precariedad, a pesar del empeño 

que le pone el personal que queda.
El servicio de atención al ciudadano compuesto por 

celadores, conductores y personal administrativo, sólo 
está atendido por 2 profesionales de 5, es imposible 
dar una asistencia de calidad en estas condiciones. 

Esa falta de personal provoca que los profesionles 
tengan que multiplicarse para poder atender toda la 
actividad generada.

Médicos que tienen que atender citas telefónicas y 
presenciales, además de los avisos domiciliarios. 
Atención en consulta creada al efecto, para los pacien-
tes COVID que están peor. De manera constante, se 
insertan pacientes nuevos de COVID que requieren ser 
atendidos cuanto antes, pero que tienen un límite, ya 
que, el personal facultativo no da abasto.

Como mínimo 2 de las enfermeras están dedicadas 
exclusivamente a vacunación, más una tercera de apo-
yo si pasa de 300 vacunas. 2 enfermeras en avisos do-
miciliarios para toda la población de Lebrija, que cuan-
do les queda algún espacio de tiempo, apoyan otras 
tareas como por ejemplo refuerzo en el rastreo.

Ni que decir tiene que coger una cita telefónica, 
por internet o a través de salud responde, es práctica-
mente imposible y sólo quien está dispuesto a madru-
gar y aguantar una cola interminable, si tiene suerte 
podrá coger una en el mostrador, de las pocas que se 
pueden ofertar. Citas con una demora de entre 2 y 4 
semanas, algo inaudito en nuestra Sanidad Pública. 
Incluso las citas de enfermos COVID, sufren demoras, 
ya que es imposible que el personal médico pueda 
abarcar todo este trabajo.

Desde CCOO, denunciamos que esto esté pasando, 
sin que los responsables políticos y desde la Dirección 
del Área, se busquen soluciones a esta situación.  Es 
más, en el Área Sanitaria Sur de Sevilla, de la que 
depende el centro de salud de Lebrija, no se entendía 
cómo en esta situación, la Dirección dejaba de contra-
tar más de 1.500 días de trabajo, que están autorizados 
por los Servicios Centrales del SAS. Algo inexplicable 
y vergonzoso.
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ENSEÑANZA

Anteproyecto de Ley Orgánica del Sistema Universitario (LOSU):
el cuento de la lechera… sin cántaro

Resumen 
El gobierno augura un futuro esplendo-

roso a la universidad pública, gracias 
a la nueva ley que quiere aprobar. Parece 
otro de sus cuentos de la lechera, pero 
tampoco en éste hay un cántaro lleno, ni 
siquiera al principio. Desde hace mucho 
la universidad padece problemas serios, 
agravados por la malhadada LOU que 
impuso el PP en 2001, conjuntamente con 
los drásticos recortes aplicados con la ex-
cusa de la crisis desde 2010. ¿Es la LOSU 
como la LOMLOE? Ni siquiera. En estas 
páginas ya comentamos el carácter de la 
LOMLOE, con la que se eliminaban al-
gunos elementos muy regresivos de la 
LOE, pero refrendando su base (por ejem-
plo, excluyendo la nota de religión, pero 
manteniendo las supersticiones anticien-
tíficas de las religiones en la escuela pú-
blica y financiando la injerencia en ella de 
organizaciones tan reaccionarias como la 
Iglesia Católica). Ni eso haría esta LOSU, 
caso de aprobarse y entrar en vigor.

Los problemas de la universidad pú-
blica son conocidos y están ligados sobre 
todo a la infradotación presupuestaria y al 
marco legal vigente. Las elevadas tasas 
-que ya financian el 22% del presupuesto- 
y la debilidad del sistema de becas limitan 
el derecho a la enseñanza superior a la 
juventud de la clase trabajadora, negándo-
selo a sus sectores más golpeados. Los 
recortes de la plantilla, que por ejemplo 
en la Complutense alcanzaron a un 11% 
del total, apenas han sido revertidos y la 
precariedad no es la excepción, sino la 
norma. Ligado a todo ello se mantiene en 
curso un proceso de privatización, con una 
abierta intromisión del capital, que con-
vierte cada vez más en mercancía ese 
derecho democrático elemental, liquidan-
do la autonomía universitaria. Coronando 
todo ello el funcionamiento dista enorme-
mente de poder caracterizarse como de-
mocrático. El corolario es una amenaza 

cierta de deterioro de la calidad de la uni-
versidad pública, sólo contrarrestada has-
ta ahora por la implicación de estudiantes 
y personal.

El anteproyecto de ley universitaria 
que ha publicado el gobierno es muy ne-
gativo. No elimina los elementos más 
regresivos de la LOU de 2001 del gobier-
no de Aznar y de la propia LRU de 1983 
del gobierno de González (de la que pro-
cede, por ejemplo, el ataque a la autono-
mía universitaria a través de la implanta-
ción de los Consejos sociales). Hay algu-
nas fórmulas que son en realidad brindis 
al sol, como las menciones a limitar los 
contratos temporales o el derecho a la be-
ca, ya que su materialización exige una 
dotación de fondos de la que el gobierno 
sólo dice que no será inferior al 1%. Pero 
el proyecto se inscribe plenamente en el 
nefasto Espacio Educativo de Educación 
Superior y, en general, en las directrices 
de la UE, que incluyen restricciones de 
gasto que el mismo gobierno consigna.

Incluso en algunos puntos empeora el 
contenido de la LOU, cuyo rechazo por 
una amplia mayoría motivó incluso que 
Rodríguez Zapatero se comprometiera a 
derogarla si llegaba a ser investido presi-
dente del gobierno, compromiso que in-
cumplió. Es el caso del refuerzo del 
Consejo Social como órgano ajeno a la 
universidad, las mayores competencias a 
los rectores o rectoras, etc.

Como tantas veces, las formas antide-
mocráticas de procesar una ley indican su 
contenido contrario a los intereses de la 
mayoría. El gobierno miente al decir que 
“se ha posibilitado la participación de la 
sociedad y de las restantes Administraciones 
Públicas”. Menciona al Consejo de 
Universidades, donde se encuentran a 
igual título las universidades públicas y las 
privadas, a la Conferencia General de 
Política Universitaria (Comunidades 

Autónomas) y al Consejo de Estudiantes 
Universitarios del Estado. Pero este órga-
no está presidido por el ministro de 
Educación y su vicepresidente primero es 
el secretario general de Universidades. Su 
representatividad para el estudiantado es 
ínfima. ¿Y los sindicatos? Resulta una 
broma de mal gusto, en definitiva, decir 
que la sociedad ha participado en la ela-
boración de este proyecto, como se refren-
da, además, en las fechas elegidas: del 18 
de junio al 8 de julio. Es decir, el periodo 
de cierre del curso en el que tanto el per-
sonal como sobre todo el estudiantado 
tiene la mayor carga de trabajo del año.

El proyecto del gobierno no aborda 
satisfactoriamente ninguno de los pro-
blemas que padece la universidad; ni 
la infradotación presupuestaria y su 

creciente mercantilización, ni la preca-
riedad laboral y la insuficiencia de la 
plantilla; ni las tasas ni la debilidad del 
sistema de becas; ni la demediada au-
tonomía universitaria ni la regresión 
democrática en su funcionamiento. Si 
el gobierno representara efectivamente 
los intereses de la mayoría social, que 
es la clase trabajadora y los sectores 
populares en general, como declara, 
retiraría inmediatamente este proyecto 
de ley universitaria. Y abriría un pro-
ceso de consulta y trabajo conjunto con 
sindicatos y asociaciones estudiantiles 
para la elaboración de la ley que efec-
tivamente necesita la universidad pú-
blica, de cara a cumplir su función 
social. Pero como el gobierno no tiene 
intención alguna de hacerlo, sino al 

contrario, la tarea de sindicatos y aso-
ciaciones estudiantiles, como en gene-
ral de todos los agrupamientos que 
defienden la enseñanza pública, es or-
ganizar la movilización para exigir 
como primer paso la retirada del pro-
yecto y, como siguiente paso, la elabo-
ración de una ley que efectivamente 
liquide la LOU y no como hace este 
proyecto que es, en lo esencial, limi-
tarse a cambiarle el nombre.

El cuento de la lechera parte de un 
cántaro sobre cuyo rendimiento se hacen 
cábalas, hasta que el cántaro se rompe 
frustrando las ilusiones. En el caso de la 
LOSU, el gobierno propone un cuento de 
la lechera viciado de antemano, porque en 
ningún momento existe cántaro alguno.

Xabier Arrizabalo, profesor y miembro 

El comienzo del próximo curso ten-
drá lugar en los próximos días, cuan-
do se cumple un año y medio del 
inicio de la pandemia, en marzo de 
2020. Y las preguntas se agolpan pa-
ra la enseñanza pública: ¿qué balance 
se puede sacar de todo este tiempo? 
¿Cómo se encara este nuevo curso? 
¿Qué reivindicaciones tiene la escue-
la pública y qué se debe hacer para 
lograrlas?

Los recortes impuestos con la 
excusa de la crisis y los efectos de 
la LOMCE ya habían dificultado la 
situación de la escuela pública antes 
de la pandemia. Pero ésta las agravó 
más. Durante el curso pasado la en-
señanza privada sí mantuvo la pre-
sencialidad. De modo que la dife-
rencia entre ambas a este respecto 
se sitúa en los medios disponibles 
para asegurar la actividad lectiva en 
este contexto.

Lamentablemente, después de 18 
meses en los que la presencialidad ha 
estado suspendida de una forma u 
otra, los distintos gobiernos -más allá 

de sus particularidades, que también 
importan- comparten no haber puesto 
los medios necesarios para asegurar 
que la enseñanza pública dispusiera 
de las condiciones para llevar a cabo 
su función social. Es lamentable, sí, 
pero sobre todo es, debe ser, estimu-
lante de una respuesta acorde a las 
necesidades: la movilización. Porque 
sólo con ella se puede lograr lo que 
se escucha como clamor: la necesidad 
de un plan de choque para garantizar 
una vuelta segura a las aulas.

El próximo sábado 4 de sep-
tiembre está convocada una mani-
festación en Madrid por la Marea 
Verde. Ningún gobierno va a hacer 
nada per se, sin que la clase actúe a 
su modo, con la movilización más 
amplia posible por las reivindica-
ciones. Ésa es la tarea, lograr el 
frente único de quienes comparti-
mos la defensa incondicional, hasta 
el final, hasta lograr efectivamente 
el derecho democrático a una ense-
ñanza pública de calidad.

Corresponsal

Todo estallido de movilización ha 
sido encabezado por la juventud en 
los últimos años. Lo hemos podido 
comprobar en las movilizaciones 
contra las sentencias a nivel estatal 
y, en la lucha del pueblo colombia-
no a nivel internacional, por men-
cionar dos ejemplos. Es cierto que 
los jóvenes tenemos la condición de 
rebeldía ante las injusticias prácti-
camente innata, aunque lo más ob-
jetivo es la situación de precariedad 
y abandono que han destinado los 
continuos gobiernos a la juventud. 

Los datos que rodean los aspec-
tos esenciales de la vida de un joven 
de entre 16 y 34 años son descon-
certantes, los cuales se han podido 
plasmar en una macroencuesta rea-
lizada por el proyecto titulado ‘’El 
futuro es ahora’’. En él trata el esta-
do en el que la juventud se encuen-
tra y que ha empeorado desde la 
crisis del 2008, no solo a nivel pre-
cario, sino de desafección con el 
sistema político y económico. Si 
más no, en la encuesta realizada a 
15.000 jóvenes alrededor de todo el 
Estado, muestra cómo existe una 
desconfianza total hacia los partidos 
políticos del sistema, un 90% cree 
que no atienden a las demandas más 
inmediatas de la juventud. El acceso 
al mercado laboral, la calidad de los 
empleos y el acceso a la vivienda 
son las principales preocupaciones 
recogidas. Y no es para menos, son 
los ejes esenciales para el desarrollo 
de toda persona que, gobierno tras 
gobierno han deteriorado.  

A estos datos hay que buscar-
les una explicación más allá del 
acuerdo en estas cuestiones de la 
mayoría de jóvenes. La reforma 
laboral de 2012 ha permitido la 

creación de infinitos “puestos de 
trabajo” temporales, entre los que 
se han incrementado modalidades 
como las contrataciones por ETT, 
forma en que las empresas pueden 
despachar a diestro y siniestro tra-
bajadores. Además de ser la vía 
alternativa en la actualidad para 
acceder al mercado laboral de la 
juventud, la nula calidad que ofre-
ce rompe con todos los derechos 
laborales para asegurar una vida 
digna. Podemos entrar más en de-
talle de cómo el mercado laboral 
arrolla las perspectivas de miles de 
jóvenes, pero lo más significativo 
es que a ningún gobierno de nin-
guna índole le ha interesado dero-
gar la reforma laboral vigente. El 
acceso a la vivienda sufre la mis-
ma realidad, los jóvenes necesitan 
destinar más del 100% de su suel-
do para pagar  un alquiler  en 
Barcelona. No sólo es el valor de 
la vivienda al alza año tras año, 
sino que a esto se suma casi un 
50% de paro juvenil que agrava 
todavía más la situación.

Otro dato significativo es que 
cerca del 95% de los encuestados 

piensa que el sistema educativo fa-
lla, que hay que buscar alternativas 
a la enseñanza actual. El último cur-
so académico puede haber sido el 
más frustrante para los miles de 
alumnos a diferentes niveles, aunque 
en la enseñanza superior el declive 
haya sido mayúsculo. Hablamos de 
facultades vacías, abandono admi-
nistrativo en toda regla, donde la 
respuesta que nos ofrece el máximo 
responsable Manuel Castells, minis-
tro de universidades, para el próxi-
mo curso es la enseñanza híbrida 
(combinación de clases virtuales y 
presenciales). 

El repudio al sistema económi-
co de los jóvenes va en incremen-
to, somos habitantes de una crisis 
permanente, el sistema nos recha-
za. Los datos ofrecidos nos hacen 
entender cada vez más que revertir 
la situación es la única salida po-
sible. Que las organizaciones del 
sistema no ofrecen más que mise-
ria, y que somos la mayoría social 
con aspiraciones comunes la que 
hemos de organizarnos por un fu-
turo digno y nuestro.

Víctor Iniesta

Para la vuelta a clase en condiciones
¡plan de choque para la enseñanza pública ya!

Construyamos la salida para la juventud
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CONFERENCIA ESTATAL DEL COMITÉ POR LA ALIANZA DE TRABAJADORES Y PUEBLOS
Madrid, 27 de junio

“ASTRADE: Que recuperen protagonismo los trabajadores y los sindicatos”
Hablamos con Eduardo Hernández, presidente de Astrade, a raíz de la participación de esa asociación en la 
Coordinadora Estatal del CATP. Le preguntamos qué significa la acumulación en la actividad política de 
cuestiones como un gran cambio en pensiones, numerosos y radicales cambios de reformas laborales. Sigue 
un resumen de la primera parte.

Información Obrera: ¿Qué se propo-
ne Astrade?

Eduardo Hernández: Para noso-
tros, una modesta asociación en el 
mundo del trabajo, nos parece una épo-
ca tremendamente curiosa y problemá-
tica para los trabajadores. Se suceden 
la pérdida de derechos y la precariza-
ción del empleo. Por eso considerába-
mos importante participar en esta con-
vocatoria como oyentes y luego esta-
mos valorando si como participantes. 

Sobre todo en torno a una idea fun-
damental. No son movimientos de un 
solo país, son generalizados en nuestro 
entorno político tanto en Europa como 
en el resto del mundo.

 Nos parece interesante partiendo 
de lo que aquí en España se ha hecho 
para la lucha por las pensiones y para 
la lucha por la derogación de la reforma 
laboral. Que nosotros nos incorpore-
mos, podemos aportar una visión sobre 
una necesaria transformación de las 
relaciones laborales que puede coadyu-
var a la resolución de algunos de los 
problemas más graves, la precariedad, 
los bajos salarios, las malas condicio-
nes y la desregulación.

Es muy importante que traba-
jemos con otros compañeros y aso-
ciaciones del resto del mundo por-

que nos devuelve un poco la ima-
gen de esperanza y de capacidad de 
lucha en torno a estas ideas, que 
podemos ayudarnos unos a otros.

IO: De los problemas planteados 
en la Coordinadora, ¿cuáles te lla-
maron la atención?

EH: La lucha por las pensiones, la 
lucha por la derogación del 315 y los 
piquetes de huelga que era fundamen-
tal para el ejercicio de los derechos. 
Son necesarias normas y leyes para 
gobernar el mundo del trabajo, para la 
protección de los derechos, las garan-
tías. El 315 supuso un peligro muy 
grave, con riesgo evidente para mu-
chos compañeros de ir a la calle. Esta 

derogación, ha sido gra-
cias al concurso de mucha 
gente, no solo de nuestro 
país sino de fuera de él. 
Necesitamos recuperar el 
espíritu internacionalista. 
En el ámbito laboral, no 
podemos olvidar que el 
entorno político supera ya 
las regiones, supera a los 
países y sobre todo en 
Europa necesitamos una 
colaboración. 

Ha conseguido esta 
acción del CATP un valor 

que parecía que estábamos empezando 
a olvidar, que es la corresponsabilidad, 
la internacionalidad lo que se ha con-
seguido gracias a este movimiento de 
la reforma del 315, y un buen pacto en 
pensiones.

IO: ¿Cuál es la situación de los 
convenios entre las reformas labora-
les no derogadas y la preparación de 
la nueva reforma laboral? ¿En qué 
situación están los convenios?

EH: Ambas reformas laborales 
iban destinadas a recortar la capacidad 
de los trabajadores a través de los sin-
dicatos para negociar unas relaciones 
laborales. Si este gobierno, que debe 
hacerlo, resuelve este problema, la 

recuperación de la potencia de los con-
venios de sector, puede ser un paso de 
gigante. Es necesario la reforma y la 
modernización del Estatuto, pero lo 
que se haga, cómo se haga y cómo se 
aborde, es el problema fundamental. Es 
lógico que un Estatuto de los Trabaja
dores nuevo que devuelva el protago-
nismo a los trabajadores y a las asocia-
ciones patronales, pero no es lo mismo 
que una reforma que dinamite estas 
relaciones a favor de la patronal, como 

han sido las dos últimas reformas labo-
rales. La negociación colectiva resuel-
ve los problemas mediante el ejercicio 
del diálogo o del conflicto a través de 
la huelga. Si el Estatuto de los Traba
jadores va en la línea de darle protago-
nismo será muy interesante para recu-
perar el protagonismo de los trabajado-
res en la vida política y la vida social.

Entrevistó: Manuel Cuso

Eduardo Hernández, presidente de ASTRADE

Resolución 
Reunidos y conectados desde distintos puntos del Estado: Barakaldo, Barcelona, Bilbao, Canarias, León, Madrid, Navarra, Sant Boi, Sevilla, Toledo, Utrera, Vitoria, entre otros 
territorios y 35 conexiones, muchas de ellas colectivas, compañeros y compañeras militantes de diferentes trayectorias políticas de izquierda, en respuesta al llamamiento del Comité 
por la Alianza de los Trabajadores y los Pueblos (CATP), Resolvemos que:

l La derogación del artículo 315.3 ha supuesto una victoria del movimiento 
obrero, de la que extraemos una experiencia muy positiva de nuestra participación 

en la lucha contra una de las herramientas que las instituciones del Estado han utilizado 
contra los derechos de los trabajadores, para criminalizar la huelga e imponer recortes 
a las condiciones de vida y trabajo y deteriorar los servicios públicos como método 
para su privatización.

l Nos comprometemos a continuar en la misma línea de trabajo para exigir la de-
rogación de la “Ley Mordaza”, otro instrumento de criminalización de la libertad 

de expresión y movilización ante la justa respuesta de los jóvenes, los trabajadores y 
trabajadoras contra las políticas económicas; contra los derechos de la mayoría social.

l El Artº 315.3 y la “Ley 
Mordaza” han sido y si-

guen siendo (en el caso de la ley 
de “seguridad” ciudadana) un 
parapeto de los intereses del 
capital, con el fin de imponer 
los graves efectos de las refor-
mas laborales: facilidad y aba-
ratamiento del despido; veri-
cuetos para que el empresariado 
no tenga que cumplir lo pacta-
do, como lo es el “descuelgue 
del convenio”; desequilibrio y 
falta de libertad en la negocia-
ción; como así ocurre con la 
hegemonía del convenio de em-
presa sobre el sectorial; incerti-
dumbre para los trabajadores y 
ventaja para los empresarios al 
comenzar siempre de cero, con 
la desaparición del principio de 
ultraactividad; entre otros efec-
tos y conceptos. Continuaremos 
combatiendo estas reformas 
laborales hasta su derogación 
definitiva y completa.

l Reafirmamos nuestro 
compromiso con la de-

fensa del Sistema Público de 

Pensiones. Continuaremos trabajando, junto al movimiento de pensionistas, por una 
Auditoria que aclare el dinero detraído de las pensiones para pagos que debieran 
haber corrido a cargo del Estado. Nos posicionamos contra cualquier reforma que 
minore las pensiones.

lProponemos acuerdos para arreciar la defensa de la Sanidad y la Educación 
públicas. Exigimos la restitución de los más de 50.000 millones de euros detraí-

dos de estas partidas del gasto social. La pandemia ha puesto en evidencia, de forma 
cruel y descarnada, el deterioro de nuestro sistema sanitario. De no haber sido esquil-
mado, se podrían haber salvado miles de vidas de los casi 81.000 fallecidos oficiales 
que se han producido a fecha de hoy; entre ellos los miles de ancianos. En lugar de 
recuperar el sistema sanitario, hay una ofensiva para liquidar la Atención Primaria, 
externalizar servicios y continuar poniendo a los mayores en manos de crueles mul-
tinacionales y fondos buitre.

l De igual modo se está deteriorando el sistema educativo desde la primara a la 
universitaria, poniendo el sistema en función de las necesidades empresariales.

lPor no hablar del transporte, los carburantes y los suministros de energía que hun-
den las condiciones de vida.

l Nos rebelamos contra la oleada de despidos que tiene lugar en la industria, la 
banca o los grandes almacenes. El Gobierno debe parar la hemorragia de destrucción 

de empleo que está teniendo lugar en sectores que, además, son beneficiarios de dinero 
público en efectivo y en interminables campañas de bonificaciones y exenciones fiscales.

l Exigimos un “Plan de inversiones y empleo público”, que acabe con el hundi-
miento económico y el desempleo crónico que sufren 4 millones de ciudadanos y 

ciudadanas y en particular de la juventud en el seno de los 600.000 hogares sin ingresos 
y en los que ninguno de sus miembros tiene un puesto de trabajo.

Son muchas las luchas en las que los colectivos afines al CATP están implicados; tantas 
que sería muy difícil abordarlas en una resolución. Por ello, la Coordinadora del CATP 

ha puesto en marcha un Boletín en el que periódicamente informaremos de todas las cam-
pañas y tareas. Todas estas luchas y reivindicaciones están unidas por los mismos obstácu-
los: las instituciones de la Monarquía, régimen antagónico con la libertad efectiva y total y 
contra las reivindicaciones de los pueblos que componen el Estado español. Nos declaramos 
convencidos de la República, como única forma de Estado en la que hacer realidad las 
aspiraciones de los pueblos. 

27 de junio de 2021
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Hay que exigir el cese del acoso judicial
El 23 de septiembre de 2019 la Guardia Civil 
montaba un operativo policial de la mano del juez 
García Castellón, en varias poblaciones del 
Vallés Occidental, particularmente en Sabadell, 
que acabó con 13 personas investigadas y 4 de 
ellas en prisión, miembros de los CDR (Comités 
de Defensa de la República) a los que se acusó 
de rebelión, terrorismo y tenencia de explosivos. 
Según la Guardia Civil, el grupo preparaba aten-
tados de forma inminente, en ocasión del aniver-
sario del 1 de octubre y ante la inminencia tam-
bién de la publicación de la sentencia sobre los 
presos republicanos catalanes. Toda la “investi-
gación” desprendía un tufo de montaje policial 
con ribetes fantásticos (máxime cuando se cono-
ció a través de los investigadores de la Guardia 
Civil que el grupo pretendía encerrarse en el 
Parlament de Catalunya junto con Quim Torra, 
supuestamente al corriente, para acto seguido 
proclamar la independencia), y la propia 
Audiencia Nacional (sala de lo Penal) anuló la 
orden de prisión de cuatro de los encausados, 
entre ellos los sabadellenses Xavier Duch y Jordi 
Ros, interpretando que no se trataba de ninguna 
organización terrorista y que entre el material 
incautado no había referencia a explosivos.

Ahora la Fiscalía de la Audiencia Nacional 
vuelve a la carga y mantiene la tesis inicial, 
apoyándose en unas fotografías y en unas bús-

quedas realizadas en internet (!). Si la opera-
ción policial del 23-S de 2019 se produjo en 
el contexto antes citado, el empecinamiento 
del Fiscal –el mismo que acusó de sedición a 
Cuixart y Sánchez por la manifestación cele-
brada en septiembre de 2017 ante la sede de la 
Consejería de Hacienda de la Generalitat– 
coincide en el tiempo con la próxima celebra-
ción del 11 de la Diada y la convocatoria de la 
mesa de diálogo Gobierno-Generalitat.

Desde el aparato de Estado hay quien no 
se resigna a que se den pasos, por tímidos que 
sean, en la “desjudicialización” de la política. 
Y la realidad es que el gobierno del PSOE-UP 
se pliega a ello.

Aunque las expectativas con respecto a 
esa reunión no levantan desde luego ninguna 
pasión entre los trabajadores, independiente-
mente de la utilidad y/o ilusiones que cada 
cual pueda tener en el resultado de la misma, 
para cualquiera que se reclame de los dere-
chos sociales y políticos, es una obligación 
exigir el cese del acoso judicial contra el in-
dependentismo y el archivo de todas las cau-
sas. Como sigue siendo una exigencia la de-
rogación de la ley Mordaza, diseñada para 
castigar la protesta social y la lucha por las 
reivindicaciones.

Víctor Iniesta

Expulsiones 		
de menores: 	
otro atropello de 
Grande Marlaska
El nombramiento de Fernando Grande Marlaska 

como ministro del interior del gobierno “pro-
gresista” sorprendió a muchos. Su historial como 
juez de la Audiencia Nacional dejaba mucho que 
desear. Baste con decir que, de las once condenas 
del Tribunal de Estrasburgo de Derechos Humanos 
a España por hacer caso omiso de una denuncia de 
torturas, seis casos corresponden a torturados que 
dependían del actual ministro del Interior, Fernando 

Grande-Marlaska.
Todas las detenciones en régimen de incomunicación de los cinco primeros meses de 2011 
fueron autorizadas por el mismo juez (Grande-Marlaska). Quien tampoco aplicó nunca el pro-
tocolo que crearon otros magistrados para evitar que pudieran producirse torturas o malos tratos 
a detenidos. 

Policías y guardias civiles conocían bien esa “debilidad” de Grande Marlaska. Y se apro-
vechaban de ella. Como señalaba Jorge del Cura, portavoz de la Coordinadora para la 
Prevención y Denuncia de la Tortura (CPDT), "No deja de ser curioso que la inmensa mayo-
ría de las detenciones de Policía y Guardia Civil fueran realizadas mientras que él estaba de 
guardia en la Audiencia Nacional".

Marlaska se ha distinguido también por su defensa a ultranza de la ley mordaza como 
instrumento “útil” para sancionar a los ciudadanos durante el Estado de Alarma. Más de un 
millón de denuncias fueron tramitadas utilizando esta ley. 

Ahora, el ministro del Interior acaba de intentar cometer otra tropelía contra los derechos 
y libertades: la expulsión en bloque de 700 menores que entraron en Ceuta en abril. Una 
expulsión que se ha intentado de común acuerdo con el gobierno de la ciudad autónoma, del 
PP. Una expulsión que, por el momento, ha sido paralizada por los tribunales por no cumplir-
se ninguno de los requisitos legales para hacerlo. 

Confrontados con la protesta de varias asociaciones de derechos humanos, los responsables 
del gobierno han tenido el cinismo de intentar justificar su actuación diciendo que se trataba 
de que los menores volvieran con sus familias. Los medios de prensa  que han entrevistado 
a varios de los afectados, han desmentido esas afirmaciones.

La responsabilidad no es, evidentemente, de Marlaska, sino de todo el gobierno, en cuyo 
nombre actúa. La exigencia democrática es el respeto del derecho de asilo, especialmente en 
el caso de las personas más vulnerables, como los jóvenes. 

LG 

La valla de Ceuta

Sigue la lucha por la libertad sindical
El 15 de junio se celebró un acto públi-
co en defensa del derecho de huelga y 
de la libertad sindical en el Auditorio 
Marcelino Camacho de CCOO Madrid, 
donde se celebró la derogación defini-
tiva del artículo 315.3 del Código Penal 
y la revisión de las sentencias dictadas 
en su nombre contra trabajadores y sin-
dicalistas por participar en piquetes de 
huelga

El acto fue organizado por la co-
misión internacional en defensa de 
los 300 procesados por huelga en 
España y por la derogación del 315.3 
y contó con el apoyo de UGT y 
CCOO.  Intervinieron diferentes res-
ponsables sindicales como Paloma 
Vega, secretaria general de CCOO de 
Madrid, Cristina Antoñanzas, vicese-
cretaria general de UGT, responsa-
bles políticos como Toni Ferrer, se-
nador socialista, Álvaro Aguilera, 
coportavoz de IU Madrid, y secreta-
rio general del PCE en Madrid, 

Roberto Tornamira en nombre del 
CATP, los diputados en el Congreso 
Jordi  Salvador  de ERC e Íñigo 
Errejón de Más País; varios procesa-
dos por huelga de Airbus, Arcelor, 
Lealtad y Coca-Cola, abogados de-
fensores de estos encausados como 
Enrique Lillo y Manuel de la Rocha, 

También intervinieron representan-
tes del Comité Internacional Contra la 
Represión (CICR) y del movimiento 
obrero de varios países como Brasil, 
Francia, Alemania, Suiza, Portugal y 
Grecia, que participaron en la campaña 
que comenzó hace seis años para exigir 
al gobierno español la derogación del 
315.3 y la anulación de las sentencias 
dictadas en su nombre. 

Se proyectaron varias escenas de la 
película “No sólo ocho” de Pablo 
Roldán, que trata el conflicto vivido 
por los ocho sindicalistas de AIRBUS 
procesados. El acto se escuchó en di-
recto por video llamada en varios loca-

les sindicales de Sevilla, Barcelona y 
País Vasco.

En el acto se reivindicó la victoria 
que supone para el conjunto de los tra-
bajadores, no sólo de nuestro país, sino 
a nivel internacional, la derogación de 
una legislación franquista antihuelga, 
gracias a la movilización, a la defensa 
jurídica y a toda la solidaridad interna-
cional que se hizo a partir de la unidad 
de las organizaciones que se reclaman 

de la defensa de la clase obrera y de la 
democracia y a la que contribuyó la 
actividad de la comisión en defensa de 
los 300.

Se llamó a continuar la actividad y 
la movilización unida para derogar 
otras medidas que atentan contra las 
libertades como la Ley Mordaza y con-
tra las reformas laborales que siguen 
vigentes y fueron el origen de las huel-
gas  pe r segu idas  po r  e l  315 .3 . 

Publicamos la declaración final que 
realizó la comisión internacional orga-
nizadora del acto, que a partir de ahora 
continuará su actividad “en defensa del 
derecho de huelga y por la derogación 
de la Ley Mordaza”. 

Esta comisión difundirá próxima-
mente todas las intervenciones del acto 
del 15 de junio.

Pablo García Cano

En nuestra web hallaréis la declaración del 15 de junio, que termina así:

COMISIÓN INTERNACIONAL EN DEFENSA DEL DERECHO 		
DE HUELGA Y POR LA DEROGACIÓN DE LA LEY MORDAZA.
Sí, se pudo acabar con el 315.3. 
¡Viva el derecho de huelga!
Por la derogación de las reformas laborales
Por la derogación de la ley mordaza
¡Viva la lucha de la clase obrera!

Suscribimos esta declaración los siguientes sindicalistas, militantes, procesados 
por huelga, abogados y representantes del CICR:

Pepe Alcázar (8 AIRBUS), Armando (8 Airbus), Rubén Ranz (2 Lealtad), José Manuel 
Nogales (2 Lealtad), Jerónimo Blanco (Arcelor), Juan Carlos Asenjo (Coca-Cola), 
Pedro Galeano (Alcalá de Henares), Juanjo Álvarez (Caramelos Fiesta), Enrique Lillo 
(abogado), Manuel de la Rocha (abogado), Bernardo Miguel (abogado), Antonio 
Segura (abogado), Pablo Roldán (director del documental “No sólo ocho”), Pablo 
García Cano (John Deere), Luis Díaz (PCE), Roberto Tornamira (CATP), Gerard 
Bauvert y Miguel Martínez (CICR – Comité Internacional contra la represión).
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La auditoría a la Seguridad Social
es una exigencia irrenunciable
E l movimiento de pensionistas es la expre-

sión organizada de la defensa que los pen-
sionistas hacen ante las agresiones capitanea-
das por el capital financiero para romper y 
debilitar el régimen de reparto y meter la ma-
no con la gestión privada de las pensiones.

Desde su origen, el Pacto de Toledo creado 
a iniciativa del partido de Jordi Pujol, CiU, al  
destacar que para “evitar mayores déficits pú-
blicos en el Presupuesto del Estado” es un obs-
táculo “la estructura financiera de la seguridad 
social española fundamentada en un régimen 
de reparto”.

Durante decenios los déficits del Estado se 
han tapado con cotizaciones sociales, con re-
cursos propios del régimen de reparto. Son los 
gastos impropios de los que habla Escrivá. Un 
verdadero saqueo a la Seguridad Social.

Para desentrañar la verdad y la magnitud de 
la indebida utilización de las cotizaciones so-
ciales, la Coordinadora Estatal en Defensa del 
Sistema Público de Pensiones (Coespe) lanzó 
la propuesta de exigir la realización de una au-
ditoría publica a las cuentas de la Seguridad 
Social.

Esta iniciativa ha reunido muchos apoyos, 
con cientos de miles de firmas, cientos de mocio-
nes de Ayuntamientos, de secciones sindicales, el 
Congreso Confederal de UGT, la Federación de 
Jubilados y Pensionistas de UGT, diversos con-
gresos de CCOO, parlamentarios de ocho grupos 
políticos diferentes, asociaciones y otras coordi-
nadoras de pensionistas, etcétera. 

Los apoyos se entregarán apoyándose en una 
concentración ante las Cortes y un acto en la 
Puerta del Sol de pensionistas, trabajadores y jó-
venes procedentes de todo el país el 16 de octubre 
próximo.

Apoyan la lucha de la COESPE por la au-
ditoría y la concentración del día 16 de octubre 
en Madrid: de Alemania (la comisión interna-
cional del sindicato IG Metall de Berlín, res-
ponsables del sindicato de servicios Ver.di de 
Berlín, los sindicalistas del movimiento 
Rebelión de los Mayores), de Austria (el mo-
vimiento Socialdemócratas y Sindicalistas con-
tra el Estado de Emergencia), de Francia  (la 
Unión de Pensionistas del sindicato Fuerza 
Obrera de Paris).

Sorprende lo manifestado por Unai Sordo 
en una entrevista en 65ymás al decir que “ha-
blar de auditoría de unas cuentas públicas, que 
están publicadas, y conocidas por cualquiera 
que las quiera buscar, solo incide en el descré-
dito del sistema público y en general de lo pú-
blico. Me parece un error estratégico importan-
te, pero bueno, cada uno dice lo que quiere…”

Es cierto que las instituciones del Estado 
como norma han incumplido el artículo 109.2 
de la Ley General de la Seguridad Social, han 
manipulado las cuentas  públicas forzando que 
los déficit del Estado aparecieran como déficits 
de la Seguridad Social. Efectivamente se trata 
del descrédito de las instituciones y de quienes 
las dirigen.

En 2016 CCOO analizó el mismo asunto en 
los siguientes términos: “las cotizaciones han 
servido en el pasado para suplir la insuficiencia 
impositiva y sostener la sanidad y otras políti-

cas públicas, por la vía de la transferencia al 
Estado de los superávits  del  sistema de 
Seguridad Social que durante décadas no se 
destinaron a dotar al Fondo de Reserva.  (...) si 
esta utilización de las cotizaciones sociales pa-
ra fines adicionales al del pago de pensiones, 
se hubiera acumulado, hoy se dispondría de un 
Fondo de Reserva de 519.104 millones de eu-
ros, y no habría problema para financiar el au-
mento de gasto en pensiones provocado por el 
envejecimiento de la población.”

Sacar la verdad a relucir no hace daño a la 
causa de los trabajadores y su defensa de la 
Seguridad Social. Al contrario.

La iniciativa de la Coespe, sin ningún tipo 
de sectarismo, se ha dirigido a todos los traba-
jadores, al conjunto de la clase obrera, a los 
sindicatos, a los diputados, para exigir a los 
diputados su apoya a una auditoría que deter-
mine la importancia del saqueo de las cotiza-
ciones sociales y sentar las bases de su restitu-
ción o compensación a la caja única de la 
Seguridad Social.

Se trata de una iniciativa democrática de 
transparencia en la gestión pública, sin zonas 
vedadas al conocimiento de los pensionistas y 
los trabajadores activos, que han sido y son, 
respectivamente, los que aportan con parte de 
sus salarios los recursos del sistema.

Juan Miguel Fernández

Segovia 
COESPE e Izquierda Unida extienden 
los apoyos a la auditoría
El colectivo de pensionistas de Segovia ha promovido el pronuncia-
miento por la auditoría a la Seguridad Social de los ayuntamientos de 
los dos municipios principales de la provincia, Cuéllar y El Espinar. 
El de la capital y la Diputación ya se habían pronunciado antes. Juan 
Miguel Fernandez entrevista a José Luis Baranda para que nos expli-
que los acuerdos con compañeros de IU. (Ver texto completo en web)	

Información Obrera: ¿Qué habéis 
hecho para promover el pro
nunciamiento de estos municipios?

José Luis Baranda: Pedimos 
una reunión al concejal de Izquierda 
Unida de El Espinar, Jacobo Peña. 
Coincidimos en que las aportaciones 
a la Seguridad Social, el salario dife-
rido, es el fundamento de la financia-
ción del sistema público y que no 
solo se ha hecho uso indebido de los 
recursos de la caja sino que se está 
dejando de ingresar con las exencio-
nes a los empresarios. Queremos sa-
ber qué ha causado el déficit, dónde 
están las aportaciones de los trabaja-
dores, por ello se insta a la realización 
de la auditoria, y a que se reponga el 
dinero -el salario- faltante.

IO: Recogisteis firmas en El 
Espinar, ¿no? 

JLB: El sábado anterior a la pre-
sentación de la propuesta el Colectivo 
de Pensionistas de Segovia organizó 
una mesa de recogida de firmas con 
la presencia y apoyo de los compañe-
ros de Izquierda Unida. A pesar del 
“orbayo” se recogieron más de 100 
firmas en 2 horas.

IO: ¿Y en Cuéllar? 
JLB: En la reunión periódica de 

los concejales de Izquierda Unida de 
Segovia Jacobo propuso que en otros 

municipios acompañasen la propues-
ta. Se aprobó en Cuéllar donde reco-
gimos firmas con la concejala de IU 
y sus compañeros,

IO: ¿Qué otros municipios pue-
den pronunciarse antes del 16 de 
octubre? 

JLB:  De acuerdo con el concejal 
de IU de La Granja de San Ildefon
so, Tomás, hemos enviado a la corpo-
ración una propuesta de moción para 
el pleno de septiembre. El 14 de agos-
to recogimos más de 120 firmas.

En Palazuelos de Eresma dos 
concejales de IU y otro de Podemos, 
apoyan la moción. El 22 recogeremos 
firmas y conversaremos sobre la cam-
paña de COESPE y la tabla reivindi-
cativa.

IO: ¿Qué destacarías de la ac-
tividad en El Espinar?

JLB: La presentación que hizo el 
concejal de Izquierda Unida, Jacobo 
Peña, que escribe en el periódico del 
municipio: “La moción explica cómo 
las cotizaciones de los trabajadores 
se han venido utilizando para usos 
diferentes al pago de las pensiones y 
solicita al Gobierno una auditoria de 
las Cuentas de la Seguridad Social y 
habilitar la compensación adecuada 
a su caja única.” Todos los partidos, 
salvo Vox, se pronunciaron a favor.

Euskadi: 
iremos el 16 de octubre
por la auditoría a la Seguridad 
Social
Dos cosas nos vienen a preocu-

par mientras a pesar del pe-
riodo vacacional seguimos incre-
mentando los apoyos a la exigen-
cia que hacemos a las Cortes 
Genera le s  de  aud i to r í a  a  l a 
Seguridad Social para poder saber 
cuánto dinero nos tiene que devol-
ver el Estado y que sabemos segu-
ro garantizarían el sistema público 
durante muchos años.

Por un lado el baile de fechas, 
lugares y dificultades que desde 
determinados dirigentes de orga-
nizaciones de pensionistas, políti-
cas o incluso sindicales se están 
creando para obstaculizar el gran 
paso en este camino que sin duda 
va a ser el 16 de octubre, cuando 
entregaremos a las Cortes la pri-
mera y masiva remesa de pronun-
ciamientos favorables a la audito-
ría.

No nos harán abandonar ese 
camino ni el 2 de octubre ni la 
‘movilización vasca’ del 13 de no-
viembre, ni otra fecha que se in-
venten, ni un largo listado de pre-
suntas o reales reivindicaciones 
c o n  l a s  q u e  n o s  m a r e a n . 
Simplemente porque la exigencia 
de auditoría y la lucha por la de-
volución de los fondos indebida-
mente gastados es el camino más 
económico, el que nos permite 
unirnos a todos de nuevo, poner en 
la picota la responsabilidad del 

Estado y dejar claras las falseda-
des del Pacto de Toledo. Y nos 
permite defender la caja única de 
las pensiones que entre todos he-
mos construido y que luchamos 
porque se recupere entera. No 
queremos que se repartan esa caja 
los gobiernos autonómicos cada 
uno con su banco, y por eso nos 
parece un error la solución auto-
nómica que levantan como bande-
ra dirigentes del movimiento de 
pensionistas “vascos”, a veces 
abiertamente, a veces en la som-
bra, dependiendo incluso del ca-
lendario de transferencias autonó-
micas y la urgencia que le dé el 
PNV (al servicio de su kutxa).

La privatización y venta al ca-
pital internacional de Euskaltel, la 
exempresa pública de comunica-
ciones, con la connivencia del go-
bierno vasco y de la mano de 
Kutxabank, sin oposición política 
ni sindical es el ejemplo del cami-
no que seguirían nuestras pensio-
nes en caso de que se aplicara la 
vía autonómica. 

Millones de los nuestros viven 
de esto, el futuro de todos depen-
de de defender  la  Seguridad 
Social.

Mikel González, colaborador 
de la Plataforma por la Unidad 

en defensa de la Seguridad 
Social y las pensiones públicas.

Madrid: 
el 8 de septiembre 
los pensionistas 
ante las Cortes
La Coordinadora 		
de Pensionistas de Madrid por 
la defensa del sistema público 
de pensiones, 
COORPENMADRID.COESPE, 
ha acordado iniciar 		
desde principios de septiembre 
la movilización 	de 		
los trabajadores, pensionistas 	
y activos, 			 
por sus reivindicaciones 	
ante las Cortes. 

Como ya es habitual 			
los segundos miércoles de cada 
mes estamos a las puertas de 
las Cortes dejando constancia 
de que no olvidamos las 
reivindicaciones. 

Exigimos una auditoría 	
pública de las cuentas de la 
Seguridad Social, para saber 
cuánto nos han saqueado 	
y que se devuelva a la caja 
única de la Tesorería General 
de la Seguridad Social.

El 8 de septiembre nosotros, 
y el 16  de octubre estaremos 
de todos los rincones del país.

J.A. Carnés

Suiza: “¡Fuera las manos de nuestras pensiones!
La Confederación Sindical USS de Suiza 
(L’Evenement Syndical agosto 2021) y to-
das sus federaciones, incluida Unía, están 
convocando manifestaciones masivas el sá-
bado 18 de septiembre en Berna contra la 
nueva reforma del Seguro de Vejez e 
Invalidez (AVS), que introduce fuertes re-
cortes de las prestaciones de las mujeres.

“Los sindicatos rechazan el aumento de 
la edad de jubilación de las mujeres hasta 
los 65 años y exigen un aumento de las pen-
siones de vejez e invalidez (AVS) en lugar 
de su desmantelamiento.

“¡Fuera las manos de nuestras pensiones 
AVS 21! ¡De ninguna manera!"

Antonio

Manifestación
por las pensiones

el 14 de junio
en Lausana

(Suiza)
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“No participamos en el consenso, en el recorte de pensiones”
Publicamos el discurso del diputado de Esquerra Republicana, que desmonta todos los presupuestos de la reforma propuesta.
El señor SALVADOR I DUCH: 

Buenas tardes ya. Gracias, presi-
denta. Gracias, señor ministro. 

Es la primera ocasión que tengo de

Es la primer vez que voy a inter-
venir después de que se aprobaran las 
recomendaciones del Pacto de Toledo 
y debo empezar diciéndole que las re-
comendaciones aprobadas no son las 
nuestras y que no participamos en el 
consenso. A veces se habla de consen-
so, pero nosotros quedamos fuera; de 
hecho, trece votos particulares de vein-
tidós eran nuestros, prácticamente una 
enmienda a la totalidad de las reco-
mendaciones aprobadas en el Pacto de 
Toledo. Tampoco el acuerdo alcanzado 
de diálogo social es el nuestro, obvia-
mente. Es más, si se presenta como 
proyecto de ley tal como está, vamos 
a votar que no, y voy a explicar por 
qué. Es verdad que van a recuperar la 
revalorización de las pensiones según 
el IPC. Fantástico. En esto estamos de 
acuerdo, de hecho presionamos fuer-
temente para que fuera así, pero tam-
poco es para tirar cohetes, porque es 
lo que hubo antes de la perversa refor-
ma del 2013 del Partido Popular. 
También es verdad —aquí sí que le 
felicito— que por primera vez se reco-
noce el saqueo de fondos de la caja de 
la Seguridad Social con este énfasis y 
que se comprometen a acabar con él 
antes del año 2023. Seguiremos sa-
queando, pero hasta el 2023. 

Se reconoce que la caja de la 
Seguridad Social ha sido saquea-
da. ¿Se va a condonar la deuda?

Co m o  s a b e n ,  E s q u e r r a 

Republicana de Cataluña lleva 
años luchando contra esa injusticia y 
valora que se reconozca y que se 
quiera poner fin a la misma, pero el 
tema va más allá, y ahí voy, porque 
me parece que es la clave de todo. 
Vamos a los ingresos, al dinero. 

Según el Banco de España, la deuda 
de la Seguridad Social con el Estado 
supera ya los 85.000 millones de eu-
ros. De esto usted no ha dicho nada. 

¿Se va a condonar o no se va a con-
donar? Pero lo importante es cómo 
se ha llegado aquí, y conviene recor-
darlo tantas veces como haga falta, 
aunque me haga pesado. Hoy ya se 
ha  acep tado  que  l a  ca ja  de  l a 
Seguridad Social ha sido saqueada 
durante décadas, que se han desviado 
los recursos imprescindibles del sa-
lario diferido de los más de diecio-
cho millones de cotizantes, de los 
trabajadores y trabajadoras asalaria-
dos y autónomos, y de los más de 
nueve millones de pensionistas para 
pagar estos gastos impropios —el 
propio Estado los llama impropios—, 
y usted sabe que mientras se saquea-
ba nuestra caja y nuestro fondo de 
reserva se permitía que la Seguridad 
Social se endeudara con préstamos 
absolutamente ilegítimos. Vamos al 
Tribunal de Cuentas. El Tribunal de 
Cuentas, este inefable Tribunal de 
Cuentas, este famoso Tribunal de 
Cuentas, exige —para algunos es 
muy duro, pero para otros no tanto— 
compensar —repito: exige compen-
sar— esta enorme injusticia. Es una 
injusticia que llega a ser, según el 
propio Tribunal de Cuentas, de 103 
000 mi l lones  de  euros ,  que  e l 
Tribunal de Cuentas exigió reponer, 
y pienso que se quedó muy corto. 
¿Qué pasa con esos 103000 millones 
de euros? Sería un buen fondo de 
reserva. ¿Se va a recuperar? De esto 

usted no ha dicho nada. Lo dijo el 
Tribunal de Cuentas, no cualquiera, 
el pasado agosto. 

¿Va Vd. a hacer la auditoría?
Usted promete que el saqueo va a 
terminar en 2023. Lo valoramos y, de 

hecho, tiene mérito. Pero seamos sin-
ceros, señor ministro, lo que hacen 
es aplicar el artículo 109.2 de la Ley 
General de la Seguridad Social, que 
obliga a no cargar con préstamos, 
sino con transferencias directas, el 
desequilibrio que pueda haber entre 
ingresos contributivos y gastos en un 
determinado momento. ¿Se va a to-
car este artículo 109? Esperemos que 
no se toque, porque es la clave de 
todo. Pero la decepción es que no va 
más allá, porque nos olvidamos del 
pasado y de la reparación exigida, 
como decía, del Tribunal de Cuentas. 
En ninguna parte se habla de com-
pensar este dinero gastado indebida-
mente. Más allá del Tribunal de 
Cuen tas ,  hab lamos  de  más  de 
500.000 millones de euros, según 
Comisiones Obreras, o de más de 
800.000 millones de euros, según 
otras fuentes, como Economistas 
Frente a la Crisis, muy cercana al 
PSOE, por cierto. Por ello, junto a la 
COESPE, que representa a las prin-
cipales asociaciones de pensionistas, 
exigimos una auditoría oficial, como 
presentamos en un voto particular, 
votado en contra por la mayoría de 
esta Cámara y como se ha aprobado 
en diferentes resoluciones de los 
congresos de UGT y Comisiones 
Obreras y en ayuntamientos, etcéte-
ra, que determine el importe exacto 
de estos saqueos y así reponer, en la 
medida de lo posible, la sostenibili-
dad artificialmente ocultada. La pre-
gunta es clara: ¿Va usted a hacer la 
auditoría en la Seguridad Social? 
¿Podremos saber, de una vez por to-
das, qué dinero se sacó? Esto es muy 
importante. ¿Va a impulsar esta au-
ditoría o continuaremos con la gran 
mentira de la insostenibilidad del 
sistema de pensiones? Usted decía 
que la gente tenía una visión pesi-
mista. Pues, precisamente, viene de 
este relato. 

Ha ido Vd. a lo fácil, que es se-
guir recortando
Usted sabe que España tiene un pro-
blema de déficit público desorbitado 
e indecente —cierto—, que es es-
tructural. Sus causas se conocen y 
sus responsables también. El déficit 
no es la causa del sistema de pensio-
nes, como usted ha dicho muchas 
veces. Los responsables han sido los 
diferentes Gobiernos, los ministerios 
que gest ionan la  economía del 
Estado, su fiscalidad —usted ha di-
cho hoy el de Hacienda—; el mode-
lo productivo desindustrializado; 
una legislación laboral que condena 
a la precariedad a la población en 
general y a los futuros pensionistas. 
Ahí está la clave, no en el sistema 
de pensiones. Es ahí donde se debe 
identificar el problema del déficit 
público. No se puede caer en el ci-
nismo de identificar el déficit públi-
co en la Seguridad Social ni en su 
sistema de pensiones ni en los futu-
ros pensionistas. Ante esa realidad, 
creo que usted y su Gobierno están 
perdiendo la oportunidad de reparar 
el saqueo perpetrado por el Estado, 
de reconducir el debate, de centrar 
el diagnóstico y de abordar el pro-
blema, que está en otros ministerios. 
De hecho, era muy muy esperanza-
dor oírle la primera vez, porque creo 
que usted entiende perfectamente lo 
que estoy diciendo. No se ha atrevi-
do a resituar el verdadero debate 
político, que no está ni en el sistema 
de pensiones ni en la esperanza de 
vida ni en los boomers. Ha ido usted 

a lo fácil, como los demás Gobiernos, 
y la verdad es que me sabe mal. Ha 
optado por lo de siempre, por apelar 
a la sacrosanta sostenibilidad del sis-
tema de pensiones —esto ha salido 
varias veces en la exposición— co-
mo relato para seguir recortando, 

como se ha hecho siempre en las 
últimas décadas. 

Pretenden penalizar 		
a los que trabajan
¿Qué nos proponen ahora? Nos pro-
ponen penalizar las jubilaciones con 
brocha gorda. ¿En qué mundo vivi-
mos? En un reino con un paro estruc-
tural récord y con un paro juvenil 
récord también en Europa ustedes 
pretenden penalizar a las personas 
que trabajan, por ejemplo, en una 
línea de montaje en el sector de ma-
nufacturas, donde manipulan cada 
diez segundos piezas de 2 kilos o, lo 
que es lo mismo, 120 por minuto o 
720 kilos la hora; a personas que tra-
bajan en el sector de la construcción, 
con casi 80000 bajas al año, con so-
breesfuerzos y con trabajos a tempe-
raturas extremas en verano y en in-
vierno, o a las camareras de piso, con 
cargas diarias de más de veinticinco 
habitaciones, limpiando terrazas, 
ventanas, etcétera. Podría dar ejem-
plos a punta pala. ¿En qué mundo 
viven? ¿Cómo vamos a penalizar a 
personas que no se quieren jubilar 
anticipadamente? La gente que se 

jubila anticipadamente, quitando a 
los ricos o a la gente que tiene once 
pisos, no es por capricho, sino por-
que no pueden más. 

No nos vale esta reforma de bro-
cha gorda. Hay que afinarla mucho 
más. Han ido a lo fácil. Deberían de-
dicar muchísima más energía y estar 
más preocupados por lo que denuncia, 
por ejemplo, la Asociación Víctimas 
del Paro, que dice que ustedes son 
incapaces de hacer un plan de choque 
para dar empleo a los mayores de cin-
cuenta y dos años, que quieren traba-
jar y no encuentran trabajo. Por cier-
to, de todas estas personas mayores 
de cincuenta y dos años que no traba-
jan, aproximadamente un 60% de los 
mayores de sesenta son parados de 
larga duración y un 50 % de los ma-
yores de cincuenta son de larga dura-
ción. Mucha de la gente que opta por 
jubilarse anticipadamente lo hace 
porque sus fuerzas ya no les llegan o 
porque, como no encuentran trabajo, 
si no aceptan la jubilación anticipada 
tienen que ir a la beneficencia del 
Estado. No hay más. Mucha gente se 
jubila anticipadamente, pero no es por 
capricho. 

El trabajo que hay 		
se tiene que repartir
La otra medida estrella para paliar el 
falso déficit de las pensiones es incen-
tivar a la gente para que trabaje más 
años, y esto pasa en el país con más 

paro juvenil de Europa —repito que 
somos el Estado con más paro juvenil 
de Europa—. Se piensa en incentivar 
que trabajen más años. El trabajo es 
el que es, y mientras no haya más, 
mejor pagado y más digno, que es el 
gran problema del Reino de España, 
pero es el que sustenta a todas las pen-
siones, se tendrá que afinar mejor un 
tipo de reforma que vaya en ese sen-
tido. El que hay se debe repartir, y eso 
no se consigue, como decía, ni incen-
tivando el atraso de la edad de jubila-
ción ni aumentando la edad de esta, 
sino creando ocupación. Más de seis-
cientos mil hogares no tienen ningún 
ingreso, ese es el problema, y se de-
bería estar hablando en todas las co-
misiones de ello, no solamente en el 
Pacto de Toledo. De lo que hablamos 
en el Pacto de Toledo es del sistema 
de pensiones, pero esto va ligado ab-
solutamente a lo que decíamos antes: 
si limpiamos el tema de gastos impro-
pios, lógicamente el problema está en 
otra parte; si falla el modelo produc-
tivo, si falla la legislación o si falla la 
industrialización, pues falla todo. En 
cualquier caso, no nos vale con la ex-
cusa. Le quería recordar lo que han 
dicho ya otros compañeros. La credi-

bilidad se gana cumpliendo. Si diji-
mos que se haría un estudio a los pen-
sionistas con largas carreras de coti-
zación, penalizados de por vida, se ha 
de cumplir. Hay que hacer ese estudio 
y solucionar el problema de esta pe-
nalización de por vida, sobre todo en 
aquellos casos de jubilación involun-
taria o voluntaria a la fuerza —ya me 
entienden lo que quiere decir con lo 
de voluntaria a la fuerza—. En cual-
quier caso, no nos vale como excusa 
que existan casos en los que, eventual-
mente, se beneficiara a las jubilacio-
nes anticipadas. Lo que se debe eva-
luar en cualquier medida es el impac-
to que ha tenido, tiene o tendrá para 
los más desfavorecidos. Esto es de 
justicia. Exigimos ya el estudio y sa-
ber qué medidas piensa tomar al res-
pecto. 

La reforma es un recorte		   
de derechos

Señor ministro —con esto acabo—, 
la reforma que hoy nos presenta su-

pone un recorte encubierto de derechos 
a los pensionistas y se sustenta de nue-
vo sobre la mentira de la insostenibili-
dad del sistema de pensiones y sobre la 
injusticia del saqueo de la caja de la 
Seguridad Social, sobre la cual no dice 
nada. Tampoco habla de reposiciones 
de ningún tipo. Esquerra Republicana 
no va a ser cómplice de este recorte ni 
de la mentira ni de la injusticia. 

Muchas gracias, señor ministro.
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 Xabier Arrizabalo, Isabel Cerdá, Manuel Cusó, 
Juan Miguel Fernández, José Gallego, Mikel González, 

Blas Ortega, Josep Antoni Pozo, Ángel Tubau.

II nformación Obrera busca, con el inter-
cambio de noticias, propuestas y opinio-

nes, ayudar a la lucha de los trabajadores en 
defensa de sus intereses y por la democracia 
frente a las instituciones del capital.

Ayudar a la unidad de trabajadores y pue-
blos contra la OTAN y el euro, contra la 
Unión Europea del tratado de Maastricht, 
contra la Monarquía. Por una solución demo-
crática: Cortes soberanas, derecho de auto-
determinación, unión de los pueblos en un 
marco republicano que libremente decidan.

Ayudar a los trabajadores a defender y re-
cuperar sus sindicatos como instrumento de 
sus intereses, basado en la democracia obre-
ra y plenamente independiente del Estado, 
patronal e instituciones internacionales del 
capital.

Ayudar a resolver la crisis de representa-
ción política de los trabajadores, necesita-
dos de instrumentos de acción política, de 
unidad. 

Entre sus redactores y colaboradores hay 
sindicalistas independientes, militantes del 
Partido Socialista, de Izquierda Unida, y mi-
litantes de la Cuarta Internacional. 

Como tribuna libre de la lucha de clases 
está abierta a contribuciones de militantes, 
grupos o corrientes del movimiento obrero 
en un terreno de clase o de defensa de la 
democracia.

Forma parte del Acuerdo Internacional de 
los Trabajadores, confluencia de grupos, par-
tidos, organizaciones y militantes obreros 
de orígenes diversos, comprometidos en la 
defensa de la clase obrera, de sus reivindi-
caciones y de la independencia de clase de 
sus organizaciones contra los planes de la 
Organización Mundial del Comercio, el FMI, 
el Banco Mundial, la OTAN y la UE.

Comité de Redacción

Información Obrera, tribuna libre de la lucha de clases 
se responsabiliza únicamente de los editoriales, los 
comunicados o declaraciones del comité de redacción 
así como de las notas o artículos sin firma. Los artícu-
los firmados individualmente o por colectivos, son 
responsabilidad de sus autores y no tienen que coinci-
dir necesariamente con la posición del comité de re-
dacción.

C/ DESENGAÑO 12, 1º3A 28004 MADRID
91 522 23 56 TLF-FAX: 91 521 72 01

io@informacionobrera.org
www.informacionobrera.org

Afganistán y sus consecuencias 
Otra falsa guerra humanitaria y democratizadora
Durante 19 años, 3 meses y 20 

días un total de 27.100 soldados 
españoles participaron, bajo el con-
trol norteamericano y el paraguas de 
la OTAN, en la ocupación militar de 
la nación afgana. El objetivo oficial 
era “mejorar la seguridad de 
Afganistán, reconstruir el país, y for­
mar el ejército y fuerzas de seguridad 
para que los talibanes jamás regre­
sasen”.

El gobierno Aznar, en octubre del 
2001, apoyó con entusiasmo en la 
invasión del país aportando, sin con-
diciones, la utilización de las bases 
de Rota y Morón. Apoyo que no se 
vio alterado con el cambio del go-
bierno en 2004. Tampoco los gobier-
nos posteriores, Rajoy (2011 a 2018) 
y ahora Pedro Sánchez (desde junio 
de 2018 hasta hoy). El balance: 104 
soldados españoles muertos, 4.000 
millones gastados en el esfuerzo mi-
litar y 550 millones en “cooperación” 
(datos del Instituto Elcano).

Este esfuerzo humano y econó-
mico solo ha servido para participar 
en la destrucción de todo un país. 
Claro está, la mayor responsabilidad 
es la del imperialismo norteamerica-
no que, a lo largo de estos 20 años ha 
utilizado a más de 770.000 hombres, 
2.500 de ellos muertos, y gastó 2 bi-
llones de dólares que engordaron las 
poderosas multinacionales del arma-
mento... Pero, ¿cuál ha sido el re-
sultado para el pueblo afgano? 5 
millones de exiliados más de 200.000 
muertos,la mayoría civiles; el desa-

rrollo exponencial de la prostitución, 
incluida la infantil, para servir a la 
tropa; el desarrollo cualitativo de la 
producción de heroína, para pagar a 
los señores de la guerra aliados de los 
occidentales (y a los jefes militares) 
y su consumo masivo: hoy el 10 % 
de la juventud es dependiente. Ade
más del desarrollo exponencial de la 
corrupción, según la ONU, el 23 % 
del PIB afgano; el último presidente 
afgano, Ashraf Ghani, títere de los 
EE.UU., ha escapado con 169 millo-
nes de dólares a los Emiratos Árabes, 
el Estoril del siglo XXI. 

La ocupación militar NO resta-
bleció ni los derechos de las mujeres, 
ni los derechos sociales. Recordemos 
que en 1978 se proclamó la igualdad 
de derechos, derogada tras la derrota 
de la República Democrática de 
Afganistán y nunca restablecida por 
los nuevos invasores. Biden lo dijo 
muy claro: “nuestra misión no era 
establecer un Estado democrático”. 
Y el secretario general de la OTAN 
precisa: “Fuimos a Afganistán a de­
fender a Estados Unidos, y no a de­
fender a Afganistán”.  Como dice el 
periodista Manel García Biel en 
Nueva Tribuna (20 de agosto) 
“Occidente debería tener un poco de 
vergüenza y no atreverse a hablar por 
las mujeres y niños de Afganistán que 
nunca han sido prioritarios en estos 
20 años, más allá de la propaganda”.

El mismo día en que Bush lanzó 
la guerra mundial contra el terroris-
mo, en su lenguaje significa contra 

los pueblos, 
hubo manifes-
tac iones  en 
Nueva York, 
M a d r i d , 
Barcelona y 
otras pobla-
ciones contra 
la guerra. En 
todos  e s tos 
años, el sentir 
d e  m u c h o s 
trabajadores, 
militantes en 
diversos parti-
dos, sindica-
listas o no afi-
liados ha ido 
contra la pér-
dida de vidas 
y recursos en 
la guerra de 
Afganistán, y 
de solidaridad con los militantes 
obreros y demócratas del propio 
Afganistán. En estos 20 años todos 
hemos constatado que la injerencia 
militar y económica imperialista so-
lo produce destrucción. Al pueblo 
afgano, con todas sus componentes, 
le corresponde conseguir sus liber-
tades sin injerencia ni militar ni 
supuestamente humanitaria. Por 
ello, desde el CATP apoyamos al 
pueblo afgano en la lucha de libera-
ción contra la tiranía y por la igual-
dad y la defensa de los Derechos 
Humanos. La solidaridad con el 
pueblo afgano exige en primer lugar 

que el movimiento obrero y demo-
crático, con sus organizaciones, exi-
ja la retirada total de las tropas, en 
todas partes del mundo donde inter-
vienen, así como el cierre de las 
bases estadounidenses de Morón y 
Rota que son una amenaza para los 
pueblos del Estado español, del 
Magreb y de toda África.

Esta es la condición para esta-
blecer la cooperación fraternal en-
tre los pueblos y ayudar a recons-
truir lo que 20 años de ocupación 
militar ha destruido.

Comité por la Alianza 
de Trabajadres y Pueblos

El ejército USA en el aeropuerto de Kabul

La reivindicación de la cultura y el arte por la Comuna de París
Una sociedad sana, co-

munista, no es sólo cu-
brir las necesidades materia-
les de toda la población. Es 
también las posibilidades 
que se abren a partir de ello, 
en particular que toda la po-
blación pueda desplegar ple-
namente sus capacidades 
culturales y en particular 
artísticas que, para la mayo-
ría, están negadas en el capi-
talismo. A pesar de las cono-
cidas limitaciones de la ex-
periencia revolucionaria que 

fue la Comuna de París, en 
particular su breve duración 
de apenas 72 días incluyen-
do todo, también en el terre-
no de la cultura y el arte.

No sólo liberando al 
Estado de la nefasta influen-
cia de la Iglesia católica, 
incompatible con la eman-
cipación moral de la pobla-
ción: el 13 de abril se cons-
tituye la Federación de 
Artistas de París, en una 
asamblea impulsada por el 
pintor Courbet, en la que 

participaron más de cuatro-
cientas personas:

En consonancia con la 
orientación general de la 
Comuna, se establece un 
funcionamiento plenamente 
democrático en la federa-
ción, que destaca también 
por su implicación social, 
que incluye la difusión de 
su actividad a la clase 
trabajadora y los sectores 
populares, así como la re-
cepción de sus aportaciones.

Sesenta y siete años des-

pués Trotsky y Breton elabo-
ran el Manifiesto por un arte 
revolucionario independien­
te, que firman Breton y Ri
vera. Hay parentesco de este 
manifiesto con el de la 
Federación de artistas, veri-
ficándose también en este 
terreno la conexión con la 
Comuna del mejor legado de 
la Revolución rusa.

En un contexto tan com-
plejo como el que padece la 
Comuna, no es sin embargo 
anecdótico mencionar estas 

cuestiones. Porque revelan 
la firme voluntad liberadora 
de la Comuna que parte de 
la cobertura de las necesi-
dades materiales del conjun-
to la población, pero que no 
se queda ahí, sino que busca 
incorporar el acceso para la 
clase trabajadora y los sec-
tores populares en genera a 
todos los elementos que ha-
gan posible una vida plena, 
incluidos el arte y la cultura.

Xabier Arrizabalo

Los artistas de París que se adhieren a los principios de la República comunal se constituyen en federación.
Este encuentro de todas las inteligencias artísticas se basará en:

La libre expansión del arte, libre de toda tutela gubernamental y todos los privilegios.
Igualdad de derechos entre todos los miembros de la federación.
La independencia y la dignidad de cada artista se ponen bajo la protección de todos mediante la crea-
ción de un comité elegido por sufragio universal de los artistas. 

Este comité fortalece los lazos de solidaridad y logra la unidad de acción

Invitamos a un debate de máximo interés sobre nuestra memoria de trabajadores y pueblos
Hay un debate de injurias 

lanzado por los partidos franquistas 
en las Cortes, en contra de las medi-

das emprendidas por el Gobierno para 
exhumar a las víctimas del franquismo 
echadas a una fosa común o a una cu-
neta hace más de 80 años. Dicen que 
es reabrir las heridas de la guerra. 

La guerra no fueron heridas entre dos 
bandos, fue una gigantesca operación 
montada por los banqueros para aplastar 
a los trabajadores y campesinos que re-
clamaban derechos, y a los pueblos.

En este choque con la reacción los 
trabajadores, la juventud, los pueblos 
tienen una posición común, pensemos 
lo que pensemos de la elaboración del 
proyecto de ley de Sánchez. 

El Estado ha de exhumar a las víc-
timas del franquismo,

¡Por primera vez, al cabo de 85 
años! Han de ser anuladas las senten-
cias inicuas de consejos de guerra y 

tribunales depurados por los golpistas 
del 18 de julio. Y hay que resarcir.

Los cientos de miles que sufrieron 
el exilio merecen reconocimiento y re-
paración, como debería anunciar el 
homenaje que por primera vez un go-
bierno rindió el año pasado en Francia. 

Ya es hora.

Hay un debate de memoria
sobre el homenaje que se merecen todas 
las víctimas del franquismo de estos úl-
timos 85 años. Y sobre la historia que 
los jóvenes, los trabajadores, los pueblos 
necesitan asumir para luchar por sus 
derechos y su futuro. Sin la verdad sobre 
la guerra y la dictadura, no hay libertad 
para que las jóvenes generaciones

En 2007, las Cortes votaron una 
Ley de Memoria Histórica que explica-
ba la guerra como un enfrentamiento 
de odios, manteniendo las exhumacio-
nes al margen de la responsabilidad del 

Estado y manteniendo la vigencia de 
unas sentencias ‘ilegítimas’ de los tri-
bunales franquistas y en definitiva la 
legitimidad de las instituciones que 
vienen de la dictadura. Las reivindica-
ciones del movimiento obrero, de los 
pueblos, de sectores democráticos han 
sumergido aquella ley inicua.

El gobierno Sánchez ha emprendido 
una línea que condena al levantamiento 
militar de 1936 y condena la dictadura, 
reclamando verdad, justicia y repara-
ción (pero en general no económica). En 
particular, con las últimas enmiendas, 
abre la puerta a una anulación masiva de 
las sentencias franquistas, lo que siem-
pre había evitado el Tribunal Supremo, 
cabeza de un aparato judicial franquista. 

El gobierno Sánchez trata de hacer 
compatibles las mencionadas medidas 
‘antifranquistas’ con un régimen que se 
vertebra en torno a los herederos de 
Franco y las instituciones que vienen 
de la dictadura. 

Este equilibrio se tambalea en primer 
lugar en lo tocante al descubrimiento de 
la verdad. El proyecto de ley daría un año 
para reformar la ley de secretos oficiales, 
que impide acceder a muchos hechos. Y 
es cerrada la negativa a establecer una 
comisión de la verdad, para dejar en ma-
nos del Gobierno la fiscalización de qué 
verdad buscamos y aceptamos, que sea 
compatible con el aparato franquista. El 
proyecto renuncia a explicar por qué el 
olvido ha sido la ley durante cuarenta años 
y no deroga ni parcialmente la Ley de 
Amnistía. Lo que proyecta sombras sobre 
la entrada de la Memoria en la escuela.

En segundo lugar, la extremada mi-
nusvaloración del papel del movimiento 
obrero en la lucha contra el franquismo, 
y la absoluta ignorancia sobre el papel de 
los pueblos que habían sido el segundo 
objetivo del franquismo, nos hace pre-
guntarnos qué va a sustentar la verdad.

Tercero, la negativa a la reparación 
económica alerta sobre lo serio del plan.

En cuarto lugar cierta ambigüedad se 
mantiene en la consideración de la guerra.  

Lo cual lleva a cuestionar si la me-
moria “democrática” difumina la con-
tundencia de los hechos del franquismo. 
El apelativo de democracia busca ampa-
ro en instituciones europeas que han 
apoyado la impunidad del franquismo. 

Las Cortes discutirán un proyecto 
que interpela a los trabajadores, a los 
jóvenes, a las mujeres. Estas páginas se 
abren para un debate entre los que hoy 
luchan por lo que luchaban los que fue-
ron a rodar hasta la cuneta, el exilio o 
los campos nazis. Este periódico no es 
neutral, tiene posición: el supuesto 
equilibrio entre connivencia y antifran-
quismo impide que el movimiento de 
la Memoria pueda confundir sus obje-
tivos con lo que el proyecto da de sí. 
Buscamos la verdad sin condicionan-
tes, la reparación sin racanería, pues así 
los jóvenes obreros podrán abrirse ca-
mino derrotando al capital destructor.
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El pasado noviembre comenzó en India un movimiento de los campesinos que, más de ocho meses después, se mantiene vivo. Procedentes principalmente de Pendjab y de Haryana, dos 
Estados próximos a Delhi, tenían como objetivo el bloqueo de las principales vías de acceso a la ciudad. A este primer contingente, pronto se unieron otros muchos campesinos proce-
dentes de Uttar Pradesh, Kerala, Bengala, etc. Este movimiento comenzó tras una vasta movilización nacional contra la restricción de ciudadanía, que excluía principalmente a los 
musulmanes. En junio de 2020 dieron comienzo los bloqueos en plena situación de restricción de movimientos y libertades y privatizaciones en numerosos sectores. Todo el mundo 
pensaba que el Covid impediría que las cosas fueran demasiado lejos. Empezando por el gobierno que, aprovechando la situación de temor, atacó duramente el sector agrícola. En 
Pendjab y en Haryana, donde la población vive básicamente de la agricultura, comenzaron las movilizaciones contra las leyes privatizadoras que afectaban especialmente a los peque-
ños propietarios, los que poseen entre una y tres hectáreas. El mercado de cereales es estatal, el trigo y el arroz forman parte de ese mercado. El campesino vende su producción y el 
Estado, como intermediario y asegurando un precio mínimo de compra a los campesinos, revende a los complejos agroindustriales. Al privatizar, el Estado deja de garantizar ese precio 
mínimo y obliga a cada productor a negociar directamente con las empresas.
Ocho meses después, ni el Covid ni la represión han sido capaces de desmontar una movilización cada vez más organizada y que cuenta con el apoyo de trabajadores y jóvenes.

India:

El movimiento de los campesinos dura ya más de ocho meses 

Francia: Manifestaciones contra el pasaporte sanitario
 «Décimosexto sábado de cólera»
Ayer seguían siendo muchos los que 
se reunían por toda Francia llenando 
las calles de una indignación centra-
da en el pasaporte sanitario (...); en 
un sentido más global, contra el po-
der. En total se han contabilizado 
unas 220 manifestaciones en todo el 
territorio.» (Le Parisien, domingo 
22 de agosto.)

Una «movilización que sigue 
siendo importante en pleno verano» 
y que preocupa en la cúpula  del 

Estado. Este movimiento, que co-
menzó el 14 de julio con manifes-
taciones espontáneas en París –en-
fermeras vestidas de Marianne a la 
cabeza del cortejo principal yendo 
a la contra de los enfermizos desfi-
les en los que Macron pasaba revis-
ta a sus fuerzas armadas-, es un 
movimiento profundo que sacude la 
rutina del período estival. 

En la prensa y en las redes socia-
les, la propaganda gubernamental 
compara pérfidamente las cifras de 
manifestantes con las de los que se 

vacunan, intentando dividir a la po-
blación. Pero este 21 de agosto, de-
cenas de miles de manifestantes se 
han opuesto al pasaporte «sanitario». 
Se oponen resueltamente a la selec-
ción, al etiquetado, a la discrimina-
ción en cualquier momento de la 
vida cotidiana. Se oponen al pisoteo 
del Código Laboral y a la arbitrarie-
dad generalizada. 

Macron y sus ministros necesitan 
a toda costa hacer aparecer a los ma-
nifestantes como gente intratable, os-
curantista, para intentar aislar a los 

elementos de resistencia del conjunto 
de la  clase  obrera organizada, igual 
que hicieron cuanto pudieron, aunque 
en vano, para aplastar el movimiento 
de los Chalecos Amarillos. Pero muy 
a menudo vemos a sanitarios, bombe-
ros, sindicalistas, Chalecos Amarillos, 
militantes LFI y jóvenes, a los que se 
asocian los miembros de los comités 
de resistencia, expresando codo con 
codo su determinación por lograr la 
derogación de la ley del 5 de agosto 
sobre la «gestión de la crisis sanita-
ria». 

En la manifestación parisina, un 
militante sindicalista indica: «En sep-
tiembre, tenemos que estar todos en 
París para hacer ceder a Macron.» 

Eso es precisamente lo que in-
quieta en las altas esferas. El temor 
de que a la vuelta de las vacaciones 
una chispa arrastre a sectores de la 
clase obrera al combate, con sus or-
ganizaciones sindicales, haciendo 
estallar en pedazos un ya incierto 
calendario político. 

Vincent Visseq 

IO: Las mujeres han llegado a los 
campamentos desde los pueblos. 
¿Cuál ha ido su papel?

De un día para otro, hubo pueblos 
que se vaciaron de hombres que esta-
ban en los campamentos. Las mujeres 
los reemplazaban en los diversos tra-
bajos de los campos. Más tarde, hubo 
una rotación. Llegaron en masa con-
voyes de mujeres para reemplazar a 
los hombres que llevaban allí dos o 
tres meses. En ese proceso de rota-
ción se montaron cajas de huelga 
procedentes de cada pueblo, pero  
también de la diáspora. Cuando per-
maneces ocho meses en tu puesto, eso 
nos da la dimensión, la amplitud de 
las necesidades para apoyar el movi-
miento. 
IO: En el contexto del Covid, ¿có-
mo se desarrolla el movimiento? 

El gobierno ha utilizado cuanto 
ha podido la segunda ola de Covid 
para debilitar el movimiento, para 

intentar que los campesinos se fue-
sen. Por otra parte, en India ha habi-
do una situación realmente catastró-
fica en la gestión del Covid por el 
gobierno que literalmente ha estado 
ausente. Las personas morían a las 
puertas de los hospitales porque no 
había camas, había robos de oxígeno. 

Es el gobierno central el que tenía 
que distribuir el oxígeno a los dife-
rentes Estados. Pero se actuó de tal 
manera que en Delhi nos decían: que-
dan ocho horas de oxígeno, después 
no sabemos lo que sucederá. A causa 
de esta penuria y de la completa des-
aparición del Estado durante algún 
tiempo -el primer ministro desapare-
ció, el ministro de Sanidad desapare-
ció- se llegó a una situación límite de 
guerra civil en la que las personas se 
servían ellas mismas. Se trataba de 
sobrevivir. Hubo robos, convoyes de 
oxígeno destinados a los hospitales 
que se vaciaban para revenderlo en el 

mercado negro. Algunos robaban las 
camas respiratorias, echando a las 
personas que las ocupaban, para ven-
dérselas a políticos o a VIP. Hubo una 
gran violencia.

Sin embargo, los campesinos no 
desfallecieron. Los campos nunca es-
taban vacíos con un mínimo de fuer-
zas siempre presentes. Al acabar la  
segunda ola, hicieron saber que, por 
el momento, han logrado la retirada 
de las leyes, pero que están reflexio-
nando sobre la posibilidad de em-
prender más acciones para llegar aún 
más cerca de los centros de poder.

 
IO: ¿Existe una continuidad desde 
la  ley sobre la ciudadanía hasta las 
de la liberalización, pasando por la 
ruptura del Código Laboral? 

Todos esos movimientos están 
muy profundamente anclados en la 
consciencia de los campesinos, los 
trabajadores y los estudiantes. Y mu-
chos militantes hacen ese trabajo de 
conexión. El trabajo de los militantes 
políticos y los militantes sindicales 
es establecer conexiones entre esos 
diferentes movimientos, porque aun-
que en un principio no sean forzosa-
mente las mismas personas, ves como 
esas conexiones toman forma. Hay 
ciudadanos que pasan de la defensa 
de la  ciudadanía a la discusión con 
obreros del sector informal, y con la 
violencia del gobierno que excluye a 
las minorías, que lo privatiza todo, 

que liquida lo que el Estado había 
nacionalizado, vemos cómo se suman 
fuerzas. Se vive una situación histó-
rica de resistencia con una conexio-
nes que se establecen porque los ca-
pitalistas que dirigen la   India son de 
una extraordinaria brutalidad.  

IO: Hay rechazo del aparato de 
Estado. ¿Está en crisis?

 
Profundamente. Ha sido sobre todo 
el Covid lo que ha puesto de  relieve 
la crisis del Estado. Antes era visible, 
pero se ha acelerado. El gobierno del 
BJP utiliza milicias privadas para 
romper las huelgas, para romper los 
movimientos sociales. Ni siquiera 
utiliza a la policía, sino que recurren 
a esas milicias  privadas para golpear 
a los musulmanes, a los huelguistas 
o a los campesinos. Y después del 
Covid, conjugado con las leyes im-
plementadas, hay un profundo recha-
zo. Porque los trabajadores y los 
campesinos tienen la impresión de 
que se les arrebata lo que les queda 
de dignidad social. Nos dividen con 
las leyes de ciudadanía, nos quitan 
nuestros derechos o la tierra, y eso ya 
no es posible.

  
IO: ¿Por ejemplo? 
En Bengala, en febrero-marzo, Modi 
y el BJP se volcaron en las eleccio-
nes. Estaba en juego algo importan-
te, su credibilidad, pero también el 

hecho de que si el BJP ganaba en 
Bengala, se debilitaría el movimien-
to de los campesinos. Modi se impli-
có personalmente yendo a Bengala, 
dando decenas y decenas de mítines 
diariamente. Se empleó a fondo. El 
movimiento de los campesinos se  
dijo: «Modi quiere jugar la baza 
electoral. Iremos allí y diremos lo 
que sea salvo el BJP». Convoyes de 
campesinos en tractores partieron de 
los campos que bloqueaban Delhi y 
fueron a Bengala para llevar ese 
mensaje. Dijeron que no hacían cam-
paña  por Mamata Barnajee (dirigen-
te del Estado de Bengala indio), sino 
contra el BJP. 

IO: ¿Y la juventud? 
El último gran movimiento estudian-
til se desarrolla en el mismo momen-
to que las leyes sobre ciudadanía. 
Hubo leyes obre la JNU (universidad 
de Delhi) desarrollando la selección. 
Encontramos a esos estudiantes en 
todos  los últimos movimientos. 
Están en todos los combates y mu-
chos de   ellos, al ser hijos de cam-
pesinos, se encuentran en los cam-
pos de bloqueo de Delhi. Han mon-
tado grupos de discusión, bibliote-
cas. Me he encontrado con muchos 
estudiantes que me han dicho que su 
lugar estaba sin duda en este movi-
miento de los campesinos. Los jóve-
nes estaban completamente implica-
dos en este movimiento. 

«El Estado ha entrado en una crisis profunda y duradera» 
Un estudiante indio, militante sindical y político, responde a algunas preguntas de Informations 
Ouvrières, en el marco del Comité Internacional de Enlace e Intercambio (Cilé), 				  
sobre los acontecimientos recientes de la lucha de clase en India. 
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En esos términos describía Rudyard Kipling en su 
novela Kim las rivalidades entre el imperio britá-
nico y el imperio zarista en el siglo XIX en 
Afganistán. Ese gran juego es la guerra, el saqueo 
de los pueblos. No debemos caer en el engaño, 
repetido una y mil veces por la prensa, de estable-
cer un paralelismo entre la huida de los estadou-
nidenses de Vietnam en 1975 y la evacuación en 
el aeropuerto de Kabul. No es lo mismo. En 
Vietnam, tras decenios de combate por la libera-
ción nacional, un pueblo se levantaba, echando al 
imperialismo estadounidense de su país, y ello en 
relación también con las manifestaciones de mi-
llones de norteamericanos que exigían «¡Traed a 
los muchachos a casa!». Pero ya no estamos en el 
siglo XIX ni en el siglo XX. La situación  mundial 
y la crisis imperialista son de una naturaleza dife-
rente. En el caso de Afganistán, son los propios 

dirigentes del imperialismo quienes deciden aban-
donar al régimen títere que mantenían a duras 
penas desde hace veinte años. Desde 2010, los 
representantes del imperialismo estadounidense 
negociaban con los dirigentes talibanes  en Qatar 
donde se refugiaba el buró político de los talibanes. 
En febrero de 2020, firmaron un acuerdo que con-
templaba la retirada completa de las tropas esta-
dounidenses el 31 de mayo de 2021. A cambio, 
los talibanes se comprometían a no atacar durante 
ese período a las tropas estadounidenses. Unos 
meses después, los estadounidenses pedían a los 
talibanes un aplazamiento hasta el 31 de agosto 
que aquellos aceptaron. Habían hecho lo mismo 
en Iraq, donde tras destruir el país, se fueron, de-
jando el país en manos de las bandas mafiosas.

Como indica un largo análisis publicado por 
Le Monde, «la debacle de la retirada afgana no se 

produce como un rayo en un cielo azul: el fiasco 
de la invasión de Iraq en 2003, su encadenamien-
to de trágicos errores y el caos permanente en el 
que sumió a Oriente Medio aparecen comparati-
vamente como más cargados de consecuencias».

La caída de Kabul es una expresión de la cri-
sis de todo el sistema de dominación imperialista 
mundial y del lugar del imperialismo estadouni-
dense a escala mundial. Obligados a tensar todas 
sus fuerzas para afrontar la competencia a la que 
están sometidos sus monopolios en un mercado 
mundial sobresaturado, la rivalidad con China, y 
confrontados además a una creciente resistencia 
en los Estados Unidos mismos, los dirigentes del 
imperialismo estadounidense han considerado 
que en esta fase no disponían de los medios para 
«estabilizar» la situación en Afganistán. El citado 
artículo de Le Monde subraya que Biden «afirma 
abandonar Afganistán para poder concentrarse en 
asuntos más estratégicos, esencialmente la rivali-
dad con China» (24 de abril). Con la retirada de 
las tropas estadounidenses de Afganistán se pone 
en evidencia la incapacidad del imperialismo más 
poderoso para «estabilizar» el caos que ha provo-
cado al someter al pueblo afgano, como a todos 
los pueblos del mundo, a las exigencias de super-
vivencia de un sistema que los condena a todos a 
la miseria y a las privaciones.

En ese sentido, la caída de Kabul marca el 
paso a una nueva etapa, la que cierra lo que se 
estableció en 1945 y en la cual vemos como uno 
tras otro se fisuran los viejos imperios bajo la pre-
sión combinada de la resistencia de los pueblos a 
los que oprimen y de la clase obrera de sus propios 
países. La decisión estadounidense, hace cincuen-
ta años, de anunciar el fin de la convertibilidad 
del dólar en oro, trastocó todos los acuerdos mun-
diales surgidos de los de Bretton Woods en 1944, 
 y a partir del momento en que el dólar pasó a ser 

la moneda de cambio mundial, los Estados Unidos 
concentraron en ellos todas las contradicciones de 
la economía capitalista. Del mismo modo, con la 
caída de la URSS en 1991, el imperialismo esta-
dounidense tuvo que concentrar sobre él todas las 
tareas de la contrarrevolución.

Se acaban los plazos. La consigna de Biden, 
«America is back», se ha expresado con brutali-
dad en la cumbre de la OTAN: los representantes 
estadounidenses  en la OTAN rechazaron tajante-
mente las demandas de los europeos de prolongar 
su presencia, indicando así la verdadera naturale-
za de las relaciones establecidas entre la Unión 
Europea y los Estados Unidos.

Es una advertencia para el gobierno Macron, 
ya que lo que vale para el imperialismo más po-
deroso vale para los imperialismos de segunda 
fila como el imperialismo francés, enfangado en 
su guerra en el Sahel.

Hay que insistir: la situación en Afganistán no 
es más que una expresión de la crisis generaliza-
da del sistema imperialista. Como subraya Le 
Monde, «el fin del ciclo de las intervenciones 
post-11 de septiembre no significa necesariamen-
te que Estados Unidos se desentienda de los asun-
tos del mundo». En crisis y agónico, este sistema 
puede provocar nuevos desórdenes y lo hará. La 
dominación imperialista provoca guerras, muer-
tes, decenas de millones de emigrantes, la ham-
bruna que mata cada año 9 millones de personas, 
la destrucción de las conquistas de la clase obre-
ra, y esa es la razón por la que, desde 2019, se 
hayan desencadenado procesos revolucionarios 
en el Magreb, en Oriente Medio, en América 
Latina y en Asia y se estén produciendo impor-
tantes movimientos de lucha de clase en los 
Estados europeos y en Estados Unidos. 

					   
Lucien Gauthier

Con agobio supimos la mayoría de los trabaja-
dores el domingo 7 de octubre que se iniciaba 
una ofensiva de muerte contra las ciudades de 
Kabul (más de un millón y medio de habitantes), 
Qandahar, Jalalabad, Herat, Kunduz, Farah, 
Mazar y Sharif, y contra innumerables puntos 
más de Afganistán. Los ataques de los Estados 
Unidos y la Gran Bretaña incluyen “bombar-
deos de alfombra” destinados a arrasar zonas 
enteras y bombas de efectos mortíferos indiscri-
minados.

Los trabajadores y ciudadanos que mueren 
en Afganistán son tan inocentes como los que 
murieron en Nueva York. Su asesinato preme-
ditado no quita ni un ápice al horror del 11 de 
septiembre: lo multiplica.

Los gobiernos de la OTAN, la ONU, la 
Unión Europea han dado al Sr Bush licencia 
para matar sin límites.

Aznar entrega bases y tropas, aplaude fre-
néticamente y suplica un papel más importante.

El secretario general del Partido Socialista, 
Rodríguez Zapatero, apoya la ‘legítima’ guerra 
de Bush y Aznar, y pide que se auxilie a los 
‘cientos de miles de refugiados’ que el ataque 
USA va a provocar. ¿Cómo puede ser ‘legítima’ 
una agresión que provoca cientos de miles de 
refugiados (o millones)?

El coro de dirigentes políticos y medios de 
comunicación se indignan con la ‘frialdad’ de 
los ciudadanos, pero las encuestas señalan que 
el 62% de la población no quiere que se envíen 
soldados.

Los que hacemos este periódico, pertenecien-
tes a distintas organizaciones y corrientes, enten-
demos que el interés de todos los trabajadores es 
la paz, parar la destrucción.

Pensamos que el movimiento obrero debe tener 
hoy la misma actitud que tuvieron hace casi un 
siglo las organizaciones obreras ante la interven-
ción de Francia y España en Marruecos: “Ni un 
hombre ni un céntimo para la guerra”.

Constatamos que la cruzada del Sr. Bush no 
solo no es nuestra guerra, sino que es una guerra 
contra los trabajadores y los pueblos.

Hablan de libertad, pero en nombre de la 
“guerra contra el terrorismo que durará años”. 
Bush, la Unión Europea, los gobiernos se han 
lanzado a restringir o negar derechos democrá-
ticos de todo tipo.

Apoyándose en la actitud de la ‘leal oposi-
ción’, Aznar quiere aprovechar la guerra de 
Bush para obligar a los trabajadores a pagar la  
inmensa factura de la crisis capitalista y del 
euro. Sus presupuestos para el 2002 son los más 
antiobreros de los últimos 25 años, y no pasa 
día sin que añadan nuevas agresiones. Prometen 
billones a los fabricantes de armas, a las eléc-
tricas (aumento de tarifas), a los bancos que 
gestionan fondos de pensiones… a costa de 
recortar las pensiones y el seguro de paro, de 
despidos masivos, mayor precariedad y negar el 
derecho a la salud (transferencias sanitarias) y 
la educación (reformas privatizadoras).

Esa es su guerra. Y para llevarla a cabo nece-
sitan eliminar la libertad y la independencia sin-
dical, y arrumbar las reglamentaciones y leyes.

Los trabajadores necesitamos parar la guerra y 
defender nuestros derechos. 

Ningún apoyo a la guerra. 
Ningún apoyo a este gobierno.

Información Obrera, 16 de octubre de 2001

El «gran juego» del enfrentamiento en Afganistán

Aeropuerto de Kabul

Esto decía Información Obrera cuando la invasión de Afganistán
Desde Manhattan a Madrid los trabajadores y los jóvenes dicen: ¡NO A LA GUERRA!

¡Ni una base, ni un hombre ni una peseta para Bush!
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